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PRESENTACIÓN 

Cedice Libertad tiene como misión defender, promover, formar  
y generar conocimientos para dar a conocer los principios de una socie-
dad basada en la libertad individual, la libre empresa, el respeto  
y garantía de los derechos de propiedad, la libertad económica y un 
gobierno limitado, valores fundamentales para fortalecer la democracia 
y lograr el florecimiento humano. Creemos firmemente en la participa-
ción activa de diversos actores nacionales para desarrollar propuestas 
de políticas públicas que logren el bienestar y el desarrollo de la 
población.

Para cumplir con este objetivo, la institución lleva a cabo programas  
y proyectos que incentivan a los individuos a la creación de alianzas, 
articulación, reflexión, diálogo y formación. Estas iniciativas favorecen 
la cooperación social entre los ciudadanos y aportan soluciones  
que allanan el camino hacia el fortalecimiento de la democracia y la 
prosperidad.

Promoviendo Agendas Regionales de Reformas y Consensos para  

la Democracia y la Libre Empresa es el programa que, con el apoyo  
del Centro Internacional para la Empresa Privada, CIPE, tiene como 
objetivo construir una agenda en los estados de Venezuela. Esta  
labor permite el diseño de políticas públicas regionales con el fin  
de desarrollar un estado moderno, caracterizado por la libertad 
económica, la innovación, un empresariado generando empleo  
y riqueza, una economía en crecimiento, calidad de vida y dignidad 
humana, un estado con Futuro.

El programa se ha puesto en práctica en varios estados del país,  
lo que ha configurado una serie de agendas de reformas y consensos 
que sirven como herramienta ciudadana de políticas públicas. 
Elaboradas por actores de diversos sectores en cada entidad, estas 
propuestas se mapean y compilan en este programa para proponer  
e incidir en la necesidad de los cambios que se requieren en las regiones 
y poder vislumbrar un porvenir de progreso. Los estados donde ya  
se han realizado las agendas son: Anzoátegui, Aragua, Carabobo, 
Cojedes, Guárico, La Guaira, Lara, Miranda, Mérida, Nueva Esparta, 
Portuguesa, Táchira, Trujillo, Yaracuy y Zulia.

En esta oportunidad se elaboraron las agendas en los estados Bolívar, 
Falcón, Monagas y Sucre, para sumar diecinueve con el mismo propósito 
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y metodología: reunir actores clave en cada uno de ellos, que han estado 
desarrollando propuestas de reformas enmarcadas en las necesidades 
de su estado y lograr acuerdos entre los sectores público, privado y 
sociedad civil para darle solución en beneficio de todos.

Bolívar Futuro es esta compilación que presentamos y deseamos 
compartir con los ciudadanos de este estado y con toda Venezuela.  
Ha sido un arduo e interesante proceso el recoger las propuestas que 
han producido diversas personas y sectores, entre ellos: empresarios, 
ONG, gremios de profesionales y empresariales, la Iglesia, comunida-
des, ciudadanos organizados, medios de comunicación, emprendedores 
y representantes de la sociedad civil, quienes aportaron, colaboraron, 
debatieron, reflexionaron y llegaron a consensos sobre los problemas 
que los afectan y las soluciones posibles que les permitan desarrollar  
el estado Bolívar con una visión de futuro donde la libre empresa, la 
iniciativa individual, la innovación y la productividad, con el concurso de 
todos, sean la base para un estado y una Venezuela fortalecidos en su 
democracia, con instituciones al servicio del ciudadano.

Cedice Libertad y CIPE agradecen a todas las organizaciones y personas 
que con entusiasmo acogieron este programa y participaron 
activamente con sus aportes en todo el proceso.

Entregamos esta publicación, Bolívar Futuro, con el deseo de que sea 
compartida con decisores públicos, privados y la sociedad civil, y que  
se convierta en el punto de partida para el logro del país que deseamos, 
con democracia y libertad.

Rocío Guijarro Saucedo
Gerente General de Cedice Libertad 
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		  LA INICIATIVA 

El Centro de Divulgación del Conocimiento Económico, A.C. Cedice 
Libertad, con apoyo del Centro Internacional para la Empresa Privada 
–CIPE–, lleva adelante desde hace ocho años este programa para 
impulsar propuestas y políticas públicas a través del diálogo y el 
consenso entre los ciudadanos de los distintos sectores del país, princi-
palmente en los estados, municipios y localidades. El objetivo primordial 
es establecer las bases para una Venezuela libre y democrática. Dicho 
programa ya se ha realizado en quince estados del país, a través de  
la elaboración de agendas de consensos concebidas por los actores 
clave convocados; cada uno, desde su sector, informa, estudia, investiga 
y propone proyectos para crear, rescatar y potenciar el progreso y el 
desarrollo de sus regiones.

Las Agendas Regionales de Reformas y Consensos han logrado hacer 
converger en un mismo proyecto a actores clave de diversos sectores, 
quienes, a pesar de mantener ideas y posturas distintas, comparten el 
firme objetivo de sentar las bases democráticas para una sociedad más 
libre. Este esfuerzo colectivo busca garantizar una mejor calidad de vida 
para los ciudadanos mediante el diseño estratégico y la posterior 
aplicación de propuestas viables para programas de desarrollo y 
políticas públicas eficientes.

Este documento sistematiza de forma rigurosa las realidades del 
entorno, los diagnósticos técnicos y las propuestas de acción 
construidas colectivamente desde el diálogo ciudadano. El propósito 
fundamental de esta iniciativa es aportar una hoja de ruta clara y 
consensuada para la Agenda Bolívar Futuro, trazando un camino que 
guiará el desarrollo hacia un territorio plenamente productivo, econó-
micamente competitivo y fundamentado en la libertad.

El estado Bolívar
El estado Bolívar es una de las entidades federales más extensas, 

diversas y estratégicas de Venezuela. Con una superficie aproximada  

de 238.000 km², equivalente a casi una cuarta parte del territorio 

nacional, constituye una región de extraordinaria importancia geográfica, 

ambiental, energética, industrial, minera, agroproductiva, turística y 

fronteriza. Su escala territorial, comparable a la de varios países 

europeos, le confiere una condición singular dentro de la organización 

política, económica y territorial del país.
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Bolívar se ubica al suroriente de Venezuela y limita con Brasil y Guyana. Su 

territorio se articula alrededor de grandes sistemas naturales y producti-

vos, entre ellos el eje Orinoco-Caroní, las cuencas de los ríos Caroní, 

Caura, Cuyuní y Orinoco, la Gran Sabana, el Parque Nacional Canaima y la 

histórica región de Guayana. Esta condición convierte al estado en un 

espacio clave para la conectividad del país con el sur del continente, la 

proyección hacia la fachada atlántica, el intercambio fronterizo y la protec-

ción de ecosistemas de alto valor para Venezuela y el mundo.

Su importancia no se limita a la extensión territorial o a la abundancia de 

recursos. Bolívar concentra una historia productiva decisiva para el país. 

Durante décadas, Guayana fue concebida como la gran alternativa econó-

mica no petrolera de Venezuela, sustentada en la generación hidroeléctri-

ca, el hierro, el acero, el aluminio, la bauxita, la infraestructura fluvial, la 

capacidad técnica de sus trabajadores y el desarrollo de empresas 

básicas. Ciudad Guayana, Puerto Ordaz, San Félix, Matanzas y Ciudad 

Bolívar expresan distintas dimensiones de ese proceso: industria, logísti-

ca, memoria histórica, cultura urbana, conectividad y vocación productiva.

A pesar de ese potencial, el estado enfrenta severas restricciones institu-

cionales, económicas, sociales y ambientales. Dentro de estas restriccio-

nes, la minería ocupa un lugar particularmente sensible. Su expansión 

desordenada, informal o ilegal ha incidido en la degradación ambiental, 

la afectación de cuencas, la contaminación por mercurio, la conflictividad 

territorial, la vulnerabilidad de comunidades indígenas y la consolidación 

de economías de baja legalidad. Por ello, cualquier agenda de futuro para 

Bolívar debe abordar la minería desde la gobernanza, la trazabilidad, la 

formalización, la responsabilidad ambiental y la generación de alternati-

vas económicas sostenibles.

Sin embargo, Bolívar conserva una base humana, territorial y productiva 

de enorme valor. Empresarios, gremios, universidades, organizaciones 

de la sociedad civil, comunidades indígenas, docentes, periodistas, 

productores, profesionales independientes, organizaciones comunita-

rias, actores fronterizos y ciudadanos comprometidos sostienen 

iniciativas que permiten pensar en una agenda de futuro. La Agenda 

Bolívar Futuro parte de esa fuerza regional para organizar diagnósticos, 

consensos y propuestas orientadas a recuperar la productividad, 

fortalecer la seguridad jurídica, promover la descentralización, proteger 

el ambiente, diversificar la economía y ampliar las oportunidades de 

desarrollo en libertad.



8

CEDICE
LIBERTAD

Territorio estratégico, frontera y proyección geopolítica
Bolívar ocupa una posición decisiva para Venezuela. Su extensión 
territorial, su condición fronteriza y su ubicación sobre el eje Orino-
co-Caroní le otorgan una relevancia que supera el ámbito regional. El 
estado conecta al país con Brasil, con la zona en reclamación de la 
Guayana Esequiba, con rutas fluviales de importancia histórica y con 
espacios de intercambio económico, cultural y humano que forman 
parte esencial de la dinámica del sur venezolano.

El eje Orinoco-Caroní constituye una de las grandes arterias naturales 
del país. A través de sus ríos, puertos, vías terrestres, centros urbanos y 
corredores productivos, Bolívar tiene la posibilidad de articular 
actividades industriales, comerciales, turísticas, agroproductivas, 
logísticas y ambientales. Esta condición hace del estado un punto de 
conexión entre los llanos venezolanos, el sur del país, la frontera 
brasileña, la fachada atlántica y los mercados del Caribe y del norte de 
Suramérica.

La frontera sur, especialmente el municipio Gran Sabana y Santa Elena 
de Uairén, representa una dimensión particular de esta agenda. Allí 
confluyen el intercambio con Brasil, la presencia de comunidades 
indígenas, la movilidad humana, la diversidad lingüística, el comercio 
binacional, la actividad turística y desafíos institucionales asociados a la 
documentación, la educación, la salud, la seguridad jurídica, el catastro, 
la protección de niños, niñas y adolescentes, y la prestación de servicios 
básicos.

Por ello, la soberanía territorial en Bolívar no puede entenderse 
únicamente como presencia formal del Estado o control administrativo 
del espacio. También supone instituciones cercanas, servicios 
funcionales, identidad ciudadana, propiedad protegida, conectividad, 
educación, seguridad jurídica, respeto a las comunidades locales y 
condiciones reales para que sus habitantes puedan permanecer, 
producir, invertir y desarrollar proyectos de vida en su propio territorio.

Desde esta perspectiva, Bolívar puede convertirse en una plataforma de 
integración económica, cooperación transfronteriza, turismo, comercio, 
protección ambiental y desarrollo productivo. Para lograrlo, se 
requieren reglas claras, trámites descentralizados, infraestructura 
adecuada, instituciones confiables y participación activa de las fuerzas 
vivas regionales.
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Guayana industrial: auge, deterioro y oportunidades  
de reconversión
La identidad moderna del estado Bolívar está profundamente vinculada 
con el desarrollo industrial de Guayana. La expansión de las empresas 
básicas asociadas al hierro, el acero, el aluminio, la bauxita y la 
generación hidroeléctrica convirtió a la región en uno de los principales 
polos productivos del país. Durante décadas, Guayana encarnó la 
posibilidad de construir una economía venezolana menos dependiente 
del petróleo, basada en recursos minerales, energía, infraestructura, 
conocimiento técnico y trabajo especializado.

Ese proceso permitió acumular capacidades industriales, profesionales 
y operativas de gran valor. La región formó técnicos, ingenieros, 
operadores, gerentes, proveedores, empresas de servicios y trabajado-
res especializados que sostuvieron una parte sustancial del aparato 
productivo nacional. También se consolidó una cultura industrial con 
sentido de pertenencia, disciplina técnica y memoria operativa.

No obstante, el deterioro institucional, la centralización de decisiones, la 
falta de inversión, la pérdida de personal calificado, la obsolescencia de 
equipos, la politización de la gestión y la crisis de los servicios públicos 
han debilitado profundamente ese legado. Las empresas básicas, que 
debieron ser soporte de una economía diversificada, enfrentan severas 
limitaciones operativas y financieras. A ello se suma la erosión de capa-
cidades profesionales causada por la migración, jubilación no aprove-
chada y debilitamiento de los mecanismos de formación de relevo.

La Agenda Bolívar Futuro no plantea volver mecánicamente al  
modelo industrial del pasado. El reto consiste en reconocer el valor  
de la infraestructura existente, la experiencia acumulada y la memoria 
técnica de Guayana para impulsar una reconversión productiva  
más abierta, flexible, competitiva y articulada con el sector privado,  
la academia, los gremios y las pequeñas y medianas empresas.

Esta reconversión supone explorar nuevos esquemas de gestión, 
promover servicios especializados, recuperar capacidades técnicas, 
certificar oficios, integrar talento sénior, fortalecer encadenamientos 
productivos y vincular la base industrial de Guayana con nuevas oportu-
nidades logísticas, energéticas, metalmecánicas y de servicios. La 
cercanía con la Faja Petrolífera del Orinoco, la infraestructura instalada 
y la experiencia técnica regional ofrecen condiciones para que Ciudad 
Guayana pueda reposicionarse como una plataforma de servicios indus-
triales y productivos de alcance nacional.
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Guayana puede recuperar su papel estratégico si logra evolucionar  
de un modelo centralizado y cerrado a un ecosistema industrial más 
diverso, transparente y eficiente. Para ello, son indispensables la 
seguridad jurídica, la inversión, la formación técnica, la infraestructura, 
la energía confiable, los servicios públicos funcionales y una gobernanza 
que permita convertir las capacidades existentes en empleo,  
innovación y crecimiento.

Diversidad cultural, ambiental y productiva
Bolívar no es únicamente industria, minería o frontera. Es también  
una región de extraordinaria diversidad cultural, ambiental y productiva. 
En su territorio convergen Ciudad Bolívar como capital histórica y 
patrimonial; Ciudad Guayana como núcleo industrial, empresarial y 
logístico; la Gran Sabana como espacio de valor ambiental, turístico e 
intercultural; y un conjunto de municipios con vocaciones agrícolas, 
ganaderas, mineras, fluviales, comerciales, gastronómicas y 
comunitarias.

La riqueza ambiental del estado constituye uno de sus principales 
activos. Sus cuencas hidrográficas, bosques, sabanas, ríos, tepuyes, 
parques nacionales y áreas de biodiversidad son fundamentales no solo 
para Bolívar, sino para Venezuela. El Caroní, el Caura, el Cuyuní y el 
Orinoco forman parte de una red natural que sostiene actividades 
energéticas, ecológicas, productivas y culturales. La protección de estos 
ecosistemas debe ser compatible con oportunidades de desarrollo 
local, restauración ambiental, turismo responsable, gestión de 
residuos, reforestación, investigación científica y aprovechamiento 
sostenible.

En el plano cultural, Bolívar concentra una pluralidad de identidades. 
Las comunidades indígenas, especialmente del pueblo pemón y sus 
distintas expresiones lingüísticas y territoriales, forman parte esencial 
de la vida del sur del estado. A ello se suma la influencia fronteriza con 
Brasil, la presencia de población migrante y retornada, la memoria 
histórica de Ciudad Bolívar, las tradiciones culinarias, las expresiones 
religiosas, las rutas fluviales, la vida gremial y la cultura industrial 
guayanesa.

Desde el punto de vista productivo, el estado cuenta con vocaciones que 
deben ser mejor articuladas. La ganadería, el cacao, el queso guayanés, 
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el ají dulce, el algodón, el ñame, la sarrapia, la gastronomía, el turismo 
de naturaleza, el turismo fluvial, el turismo industrial, los servicios 
logísticos y la bioeconomía pueden integrar una matriz económica más 
diversificada. Estas actividades permiten pensar en cadenas de valor, 
denominaciones de origen, certificaciones, formación técnica, financia-
miento, promoción comercial y articulación entre productores, 
empresarios, universidades, comunidades y gobiernos locales.

La Agenda Bolívar Futuro debe recoger esa diversidad sin fragmentarla. 
Su desafío es ordenar los activos del estado en una visión común: una 
región que proteja su ambiente, valore su cultura, recupere su 
capacidad industrial, fortalezca la propiedad, diversifique su economía  
y genere condiciones para que sus habitantes puedan vivir, trabajar, 
invertir y crear en libertad.

MÉTODO DE CONSTRUCCIÓN DE CONSENSOS

La Agenda Bolívar Futuro representa un esfuerzo de planificación 
estratégica y participación ciudadana, diseñado para trazar una hoja de 
ruta hacia el progreso de esta entidad federal. Este documento es el 
resultado de la combinación del diagnóstico territorial, la experiencia de 
actores regionales y la voluntad de las fuerzas vivas del estado, funda-
mentado en la premisa de que el progreso regional depende del fortale-
cimiento institucional, la libertad económica, la seguridad jurídica, la 
descentralización y la consolidación del capital social.

A partir del mapeo de actores clave, se llevaron a cabo entrevistas, 
consultas, reuniones y conversaciones con diferentes agentes en 
espacios propicios para la identificación, descripción y articulación de 
sus perspectivas. El objetivo fue recoger diagnósticos, preocupaciones, 
capacidades regionales y propuestas de reforma surgidas desde el 
propio territorio, para ordenarlas en una agenda ciudadana orientada al 
desarrollo productivo, sostenible y en libertad.

El proceso se apoyó en un conocimiento directo de la sociedad civil 
bolivarense y en la experiencia previa de actores regionales vinculados 
con la investigación, la defensa de derechos humanos, la actividad 
gremial, la educación, la comunicación, la producción, el emprendi-
miento, la protección social, la frontera y la vida comunitaria. Bajo esta 
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premisa, se asumió que el tejido social e institucional del estado 
constituye una base indispensable para comprender sus problemas, 
reconocer sus potencialidades y construir propuestas viables de 
transformación.

La primera fase consistió en la revisión de las agendas regionales 
previamente elaboradas por Cedice Libertad, con el propósito de 
identificar criterios comunes de análisis, estructuras metodológicas, 
principios orientadores y experiencias útiles para la construcción de 
consensos. Este estudio base permitió establecer un marco de 
referencia para organizar la información recogida en Bolívar y asegurar 
que el documento mantuviera coherencia con el programa nacional de 
Agendas de Reformas y Consensos.

Posteriormente, se desarrolló un mapeo de actores representativos de 
distintos sectores de la sociedad bolivarense. Este ejercicio buscó 
identificar personas, organizaciones, gremios, instituciones y liderazgos 
con conocimiento directo de las realidades del estado y con capacidad 
de aportar propuestas desde sus respectivos ámbitos. El foco estuvo 
puesto en reconocer iniciativas endógenas, es decir, experiencias, 
proyectos y visiones surgidas desde la propia región, capaces de 
expresar las particularidades de Bolívar y sus distintos territorios.

A partir de este mapeo se realizaron entrevistas individuales, 
encuentros presenciales, conversaciones grupales y dinámicas de 
consulta con actores de diversos sectores. En algunos casos fue posible 
reunir a participantes en espacios colectivos; en otros, las condiciones 
del territorio, la disponibilidad de los actores y la complejidad de los 
temas abordados hicieron más conveniente el desarrollo de entrevistas 
individuales. Estas consultas permitieron recoger diagnósticos 
específicos, propuestas sectoriales, experiencias previas, preocupacio-
nes comunes y visiones de futuro para el estado Bolívar.

Dentro del proceso destacó la participación de actores gremiales e 
institucionales, entre ellos representantes vinculados con la actividad 
comercial y empresarial de Caroní, así como referentes del ámbito 
académico, educativo, productivo, comunicacional, ambiental y 
comunitario. Asimismo, se incorporó una perspectiva internacional e 
inclusiva a través del trabajo con el Consulado de Colombia en el estado 
Bolívar, lo que permitió sumar una mirada sobre la comunidad 
colombiana asentada en el territorio, las dinámicas de frontera, la 
movilidad humana y los vínculos sociales transfronterizos. 
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La sistematización de la información recogida permitió organizar las 
propuestas de cada actor o institución y cruzarlas con los principios 
generales de Cedice Libertad: libertad individual, libre empresa, 
respeto a los derechos de propiedad, libertad económica, gobierno 
limitado, ciudadanía activa e instituciones al servicio de las personas.  
A partir de este proceso se identificaron puntos de coincidencia, preocu-
paciones compartidas y líneas de acción que, desde sectores distintos, 
apuntaban hacia problemas comunes y soluciones convergentes.

El contexto político, económico, social, ambiental y cultural del año 2026 
fue tomado en cuenta como marco de referencia para interpretar los 
aportes recibidos. La realidad de Bolívar exige reconocer su 
complejidad: es un estado industrial y fronterizo, ambiental y minero, 
urbano y rural, indígena e intercultural, con grandes activos productivos 
y severas restricciones institucionales. Por ello, la agenda no pretende 
agotar todos los problemas del estado, sino ofrecer una aproximación 
organizada a las prioridades identificadas por sus fuerzas vivas.

El resultado de este proceso fue la definición de un conjunto de 
consensos orientados a jerarquizar los principales desafíos y oportuni-
dades de Bolívar. Estos consensos agrupan propuestas sobre seguridad 
jurídica, propiedad, descentralización, reconversión industrial, servicios 
públicos, educación, capital humano, diversificación productiva, 
ambiente, frontera, identidad, información, ciudadanía y gobernanza 
territorial. En conjunto, constituyen una hoja de ruta inicial para 
promover el diálogo democrático, la articulación entre sectores y la 
formulación de políticas públicas que permitan avanzar hacia un Bolívar 
productivo, sostenible, competitivo y en libertad.

Participantes
La primera parte del desarrollo de la Agenda de Consensos Bolívar 
Futuro consistió en un mapeo de una muestra representativa de 
agentes y actores de diferentes sectores de la sociedad bolivarense: 
academia, educación, industria, comercio, servicios, turismo, gastrono-
mía, ambiente, actividad agroproductiva, ganadería, gremios empresa-
riales, medios de comunicación, organizaciones de la sociedad civil, 
derechos humanos, protección social, seguridad ciudadana, frontera, 
comunidades indígenas y profesionales independientes.

Entre ellos se pueden mencionar los siguientes:
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•	Academia, educación y formación: Universidad Católica Andrés Bello, 
Escuela de Educación de la UCAB, Centro de Investigación y Atención 
Psicoeducativa, Centro de Estudios Regionales Joseph Gumilla, 
docentes innovadores, consultores universitarios, iniciativas de 
formación técnica y modelos de planta-escuela.

•	Gremios empresariales, comercio y sector productivo: Cámara 
de Comercio del municipio Caroní, Asociación de Comerciantes y 
Empresarios de Caroní, productores agropecuarios, representan-
tes del sector ganadero, actores vinculados con pequeñas y medianas 
empresas, emprendedores y profesionales del mercado inmobiliario.

•	 Industria, energía y servicios productivos: especialistas con trayectoria 
en la industria de Guayana, profesionales vinculados con empresas 
básicas, consultores industriales, actores con experiencia en metalme-
cánica, servicios técnicos, energía, logística y reconversión productiva.

•	Turismo, gastronomía e identidad territorial: Cámara de Turismo del 
Estado Bolívar, Cámara Gastronómica del Estado Bolívar, operadores 
turísticos, promotores de rutas fluviales, actores vinculados con la 
valorización de la gastronomía regional, la identidad culinaria y la 
promoción del patrimonio natural y cultural.

•	Ambiente, sostenibilidad y bioeconomía: especialistas ambientales,  
organizaciones ecológicas, promotores de viveros, reforestación,  
restauración de cuencas, manejo de residuos, economía verde, turismo 
regenerativo y aprovechamiento sostenible de recursos naturales.

•	Comunicación, libertad de información y opinión pública: medios 
digitales regionales, periodistas independientes, comunicadores, 
promotores de periodismo de campo, iniciativas de verificación,  
registro informativo y cobertura de zonas de silencio.

•	 Institucionalidad, ciudadanía y protección social: organizaciones de  
la sociedad civil, actores vinculados con derechos humanos, protección 
de niños, niñas y adolescentes, atención a mujeres, prevención de 
violencia, ciudadanía activa y acompañamiento comunitario.

•	Frontera, movilidad humana e interculturalidad: actores de  
Santa Elena de Uairén, representantes vinculados con la comunidad 
colombiana asentada en el territorio, liderazgos de frontera, organiza
ciones comunitarias, actores vinculados con pueblos indígenas, 
identidad, documentación, educación intercultural y dinámicas binacio-
nales con Brasil.
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•	 Instituciones y cooperación: Consulado de Colombia en el estado 
Bolívar, referentes institucionales locales y actores que aportaron una 
mirada sobre movilidad humana, integración fronteriza, comunidad 
colombiana, vínculos transfronterizos y cooperación territorial.

Esta composición plural permitió construir una aproximación amplia  
a la realidad bolivarense, incorporando tanto miradas técnicas y 
académicas como experiencias vinculadas al territorio, la actividad 
productiva, la vida comunitaria, la frontera, la protección social,  
el ambiente, la información pública y la participación ciudadana. La 
presencia de actores con trayectorias y responsabilidades distintas 
contribuyó a contrastar diagnósticos, identificar coincidencias y 
organizar propuestas en torno a áreas prioritarias para el desarrollo  
del estado.

Fuentes y documentos consultados
El método anteriormente descrito permitió poner sobre la mesa una 
serie de documentos, entrevistas, diagnósticos, ideas y proyectos 
formulados recientemente por diversos actores locales, gremiales, 
académicos, productivos, sociales e institucionales. Estos textos  
e insumos abordan distintos aspectos del desarrollo del estado Bolívar  
y se presentan a continuación:

•	Entrevistas individuales y grupales realizadas a actores clave del  
estado Bolívar, orientadas a recoger diagnósticos, propuestas 
sectoriales, experiencias previas y visiones de futuro.

•	Aportes de organizaciones académicas, docentes y universitarias 
vinculadas con educación, formación técnica, investigación regional, 
nivelación educativa, capital humano, innovación pedagógica y  
certificación de oficios.

•	Propuestas de gremios empresariales, cámaras, asociaciones 
productivas y representantes del comercio, la industria, el turismo,  
la gastronomía, la ganadería, la actividad agroproductiva y el mercado 
inmobiliario.

•	Diagnósticos y testimonios sobre la situación de las empresas básicas 
de Guayana, la pérdida de capacidades industriales, la necesidad de 
reconversión productiva, la formación de relevo, la recuperación del 
talento técnico y la incorporación del talento sénior.

•	Aportes sobre seguridad jurídica, propiedad, catastro, registros, 
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notarías, arrendamientos, vivienda, formalización económica, ordena-
miento territorial y protección de activos productivos.

•	Propuestas ambientales vinculadas con restauración de cuencas, 
protección del Caroní, Caura, Cuyuní y Orinoco, reforestación, viveros, 
gestión de residuos, rellenos sanitarios, bonos de carbono, economía 
verde y turismo de conservación.

•	Aportes sobre agroproducción, ganadería, cacao, queso guayanés,  
ají dulce, algodón, sarrapia, gastronomía, denominaciones de origen, 
certificaciones de calidad, cadenas de valor y diversificación económica.

•	Diagnósticos sobre libertad de información, zonas de silencio, medios 
digitales, periodismo de campo, ética profesional, verificación de datos, 
acceso ciudadano a información confiable y construcción de memoria 
pública sobre los problemas del estado.

•	Aportes sobre Santa Elena de Uairén, Gran Sabana, movilidad  
humana, relación con Brasil, comunidad colombiana, documentación, 
identidad, educación intercultural, pueblos indígenas y protección de 
niños, niñas y adolescentes.

•	Propuestas sobre prevención de violencia, atención diferenciada, 
protección social, formación para mujeres, autonomía económica, 
seguridad ciudadana y fortalecimiento de redes comunitarias.

•	Experiencias, proyectos e iniciativas de organizaciones sociales,  
comunitarias, gremiales, educativas, ambientales, productivas y  
culturales que hacen vida en el estado Bolívar y que aportaron 
elementos para la construcción de consensos.

Propuestas de reformas y consensos
El presente documento es el resultado de la interacción con agentes  
y actores que hacen vida en la sociedad bolivarense, en representación 
de diversas áreas y sectores que ejecutan actividades, proyectos e 
iniciativas de distinta naturaleza, pero a quienes une el propósito común 
de contribuir con el desarrollo integral del estado Bolívar. La riqueza 
hídrica, forestal, minera, industrial, agroproductiva, turística, cultural  
y fronteriza de la entidad representa una base excepcional para 
construir una visión de futuro fundada en la libertad, la seguridad 
jurídica, la descentralización, la productividad y el arraigo ciudadano.

La Agenda Bolívar Futuro compila las propuestas de tales actores para 
delinear el porvenir de la entidad, emanadas desde su propio seno como 
un reflejo claro de la potencialidad que la descentralización tiene para 
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conocer y abordar las especificidades locales y regionales. Bolívar no 
puede ser comprendido desde una sola mirada: es Guayana industrial, 
eje Orinoco-Caroní, frontera sur, Gran Sabana, territorio indígena, zona 
agroproductiva, espacio turístico, reserva ambiental, centro de 
memoria técnica y comunidad humana que ha debido sostenerse en 
medio de profundas restricciones institucionales.

En ese marco, la minería debe ser entendida como una dimensión 
transversal de la agenda. No puede seguir abordándose únicamente 
como actividad económica ni solo como problema ambiental. En Bolívar, 
la minería impacta la institucionalidad, la seguridad jurídica, la 
propiedad, la salud pública, las comunidades indígenas, la frontera,  
las cuencas hidrográficas, la seguridad ciudadana y las posibilidades 
reales de diversificación productiva.

Los actores consultados coinciden en que el estado posee activos 
suficientes para convertirse nuevamente en un territorio de 
prosperidad, pero también reconocen que ese potencial no se activa  
de forma automática. Requiere reglas claras, respeto a los derechos de 
propiedad, instituciones confiables, servicios funcionales, recuperación 
del capital humano, libertad económica, protección ambiental, 
seguridad ciudadana, formación técnica, gobernanza territorial y  
participación organizada de la sociedad civil, la academia, los gremios, 
las comunidades y el sector privado.

Esta Agenda no pretende agotar todos los problemas del estado,  
sino ordenar los puntos de encuentro surgidos del proceso de consulta  
y sistematización. En este sentido, los consensos aquí recogidos 
funcionan como una guía de referencia para el diseño y formulación  
de políticas públicas, proyectos productivos, iniciativas ciudadanas, 
alianzas sectoriales y acciones de incidencia orientadas a convertir  
el potencial de Bolívar en bienestar, inversión, empleo, sostenibilidad  
y libertad.

A continuación, se presentan las líneas centrales de consenso 
emanadas del proceso de consulta:

	 1.	 Gobernanza autonómica, descentralización político-administrativa  
y restauración del sitial histórico productivo de Bolívar
Las fuerzas vivas, el empresariado gremial organizado, la academia  
y las redes de la sociedad civil coinciden en que Bolívar necesita 
recuperar la capacidad de decisión sobre sus recursos, servicios,  
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instituciones, infraestructura y vocaciones productivas. La centralización 
ha debilitado la gestión territorial, reducido la eficiencia de los servicios, 
limitado la inversión y fragmentado las capacidades regionales.

Este consenso funciona como eje articulador de toda la agenda. Plantea 
que Bolívar, por su historia, dimensión geográfica, potencial industrial, 
frontera, recursos naturales y capital humano, debe avanzar hacia un 
modelo de mayor autonomía político-administrativa, descentralización 
funcional, articulación gremial, gobernanza ciudadana y recuperación 
de su papel histórico como motor productivo nacional. Restaurar el sitial 
de Bolívar implica superar la dependencia de decisiones tomadas fuera 
del territorio y activar una agenda propia, construida desde sus propios 
actores, capacidades y consensos.

	 2.	 Blindaje de la seguridad jurídica y consolidación  
de la propiedad como eje de libertad
Las fuerzas vivas y los actores clave consultados coinciden en que la 
reconstrucción del tejido económico y social de Bolívar depende del 
restablecimiento de la seguridad jurídica y de la protección efectiva de 
los derechos de propiedad. Este consenso no surge como una discusión 
abstracta, sino como un clamor práctico compartido por productores 
agrícolas, agentes inmobiliarios, gremios civiles, comunidades, 
emprendedores y defensores de derechos humanos.

El arraigo ciudadano, la inversión privada y la soberanía real sobre el 
territorio requieren la titularidad clara de la tierra, la protección de 
viviendas e inmuebles productivos, registros y notarías eficientes, un 
catastro actualizado, mecanismos de arbitraje confiables, la simplifica-
ción de trámites y la eliminación de prácticas discrecionales que 
bloquean la formalización. La propiedad aparece aquí como la base de 
la libertad individual, la productividad, la planificación familiar y el 
desarrollo regional.

	 3.	 Libertad económica, marco fiscal racional  
y financiamiento para la prosperidad colectiva
Los sectores productivos, académicos y gremiales integrados en esta 
agenda coinciden en que la reactivación económica del estado Bolívar 
exige desmontar controles, trabas administrativas y cargas que asfixian 
la iniciativa privada, para avanzar hacia un ecosistema de verdadera 
libertad económica. El ciudadano bolivarense posee capacidad creativa, 
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experiencia productiva y resiliencia; pero para convertir ese potencial  
en prosperidad colectiva requiere condiciones de mercado, reglas 
previsibles, financiamiento, incentivos y un marco fiscal racional.

Este consenso agrupa propuestas orientadas a liberar el potencial de 
las pymes, productores, emprendedores, profesionales independientes, 
docentes, comunicadores, operadores turísticos, actores gastronómi-
cos y trabajadores por cuenta propia. Incluye la revisión de cargas tribu-
tarias locales, incentivos para formalizar operaciones, capital semilla, 
fondos de autogestión gremial, líneas de crédito, financiamiento privado, 
proyectos prototípicos, propiedad intelectual compartida, formación 
financiera y mecanismos que permitan sustituir la dependencia por 
capacidades productivas reales.

	 4.	 Descentralización estructural, auditoría cívica  
y optimización de los servicios públicos
Los actores consultados coinciden en que la recuperación de la habita-
bilidad y competitividad de Bolívar depende de superar el modelo 
centralista que ha monopolizado la infraestructura regional y deteriora-
do servicios vitales como agua, electricidad, transporte, residuos, 
conectividad, salud y mantenimiento urbano. La paradoja de Bolívar  
es evidente: un estado rico en recursos hídricos y energéticos padece 
racionamientos, fallas de suministro, colapso de servicios y obstáculos 
cotidianos que limitan la vida ciudadana y la actividad productiva.

Este consenso plantea una ruta de descentralización, auditoría 
ciudadana y gestión eficiente de servicios. Propone identificar cuellos  
de botella en municipios como Caroní, crear mesas de gobernanza 
público-privada, abrir esquemas de concesión y alianzas técnicas, 
fortalecer la contraloría civil, recuperar nodos logísticos, mejorar  
la recolección de desechos, ordenar espacios comunes y vincular  
la infraestructura con la productividad. También incorpora la necesidad 
de reconvertir el parque industrial y energético de Guayana mediante 
modelos más eficientes, flexibles y abiertos a la participación privada.

	 5.	 Reconversión productiva, desarrollo orgánico  
y sostenibilidad biocultural de Guayana
Los gremios comerciales, ganaderos, operadores turísticos, empren
dedores, expertos ambientales y actores comunitarios coinciden en que 
Bolívar debe superar la imposición de una identidad exclusivamente 
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minera y extractivista. La región posee ventajas comparativas que 
permiten pensar en un modelo de desarrollo orgánico, diversificado  
y sostenible: tierras aptas para la ganadería y la agricultura, biodiversi-
dad, recursos forestales, memoria industrial, cultura gastronómica, 
talento técnico, rutas fluviales, turismo de naturaleza y ubicación 
estratégica.

Este consenso agrupa propuestas para consolidar cadenas de valor 
agroproductivas, fortalecer la ganadería, recuperar la sanidad animal, 
proteger tierras productivas, impulsar denominaciones de origen, 
certificar productos como el cacao, el queso guayanés, el algodón,  
la sarrapia y otros rubros autóctonos, formalizar unidades productivas, 
promover turismo fluvial e industrial, fortalecer la gastronomía, 
aprovechar la bioeconomía y rescatar la memoria operativa de  
Guayana mediante talento sénior, certificación de oficios y servicios 
especializados.

	 6.	 Recomposición del capital social, autonomía pedagógica  
y empoderamiento de la ciudadanía activa
La superación de la crisis estructural de Bolívar requiere reconstruir 
capacidades humanas, tejido cívico y confianza social desde la base.  
Los actores consultados coinciden en que el agotamiento del modelo 
asistencialista exige el surgimiento de una ciudadanía activa, capaz  
de organizarse, formarse, comunicar, producir, fiscalizar y participar  
en la solución de los problemas públicos.

Este consenso integra propuestas vinculadas con educación,  
formación docente, nivelación en Lengua y Matemática, autonomía 
pedagógica, acompañamiento emocional a educadores, herramientas 
digitales, repositorios de buenas prácticas, formación técnica, 
periodismo responsable, registro de autoría informativa, nodos de 
conectividad, protección de niños, niñas y adolescentes, prevención  
de violencia, cultura ciudadana y fortalecimiento de redes comunitarias. 
La idea central es que Bolívar no podrá recuperar su vocación 
productiva sin recomponer primero su capital humano y social.

	 7.	 Identidad, documentación, bilingüismo y arraigo ciudadano 
en la frontera sur
La realidad de Santa Elena de Uairén y del eje fronterizo con Brasil 
constituye uno de los desafíos más sensibles de la Agenda Bolívar 



BO 
LÍ 

VAR

21

Futuro. Los actores consultados reconocen que la soberanía no se 
garantiza solo por la delimitación territorial, sino por la existencia 
efectiva de identidad, documentación, educación, salud, servicios, 
propiedad, arraigo y protección ciudadana.

Este consenso recoge propuestas orientadas a enfrentar el subregistro 
civil, la falta de documentación, la dependencia educativa y sanitaria  
de Brasil, la debilidad de registros y notarías, la informalidad inmobilia-
ria, la movilidad humana y la vulnerabilidad de niños, niñas y adolescen-
tes. También plantea convertir la diversidad lingüística y cultural  
—castellano, portugués y lenguas pemón— en un activo de frontera, 
mediante educación intercultural, traducción legal de documentos, 
operativos de identidad, regularización de catastro y fortalecimiento 
institucional en Gran Sabana.

	 8.	 Gobernanza territorial, justicia comunitaria  
y preservación biocultural del pueblo pemón
Los liderazgos comunitarios, asociaciones civiles, defensores  
de derechos humanos y autoridades indígenas consultadas coinciden  
en la necesidad de consolidar un modelo de gobernanza territorial que 
reconozca la diversidad cultural del sur de Bolívar y armonice la  
jurisdicción especial indígena con los derechos humanos, la protección 
de la infancia, la equidad de género, la sostenibilidad ambiental y el 
desarrollo local.

Este consenso plantea fortalecer la identidad y la soberanía pedagógica 
del pueblo pemón, regularizar documentación y registros bilingües, 
proteger a niños nacidos en el extranjero, mejorar planteles y currículos 
de proximidad, reconocer las particularidades comunitarias, abrir 
espacios de participación para mujeres indígenas y fortalecer 
defensorías especializadas en territorios vulnerables. La preservación 
biocultural no se entiende como aislamiento, sino como una vía para 
proteger arraigo, territorio, justicia, convivencia y ciudadanía.

	 9.	 Gobernanza ambiental, restauración de cuencas hidrográficas  
y mitigación de la huella de carbono
Los expertos ambientales, ingenieros, operadores turísticos, gremios 
empresariales y organizaciones de la sociedad civil coinciden en que la 
riqueza ambiental de Bolívar es un activo estratégico para el país.  
Las cuencas de los ríos Caroní, Caura, Cuyuní y Orinoco, junto con el 



22

CEDICE
LIBERTAD

Parque Nacional Canaima, la Gran Sabana, los bosques y los sistemas  
hídricos del estado, requieren una gobernanza ambiental capaz de 
proteger recursos, restaurar daños, generar oportunidades y garantizar 
sostenibilidad.

Este consenso agrupa propuestas sobre restauración de cuencas,  
reforestación, viveros, control de pasivos ambientales, transformación 
de vertederos en rellenos sanitarios, tratamiento de aguas, mitigación 
de contaminación, financiamiento climático, bonos de carbono, turismo 
de conservación, economía verde y aprovechamiento sostenible  
de recursos. El objetivo es que la ética ambiental y la biodiversidad 
territorial se conviertan en ventajas competitivas para un nuevo modelo 
productivo, turístico e inmobiliario responsable.

AGENDA DE REFORMAS Y CONSENSOS  
BOLÍVAR FUTURO

A continuación se presenta una descripción de la situación actual,  
el enfoque abordado en los espacios de contacto con los actores 
consultados y los aspectos de consenso para el tratamiento de cada  
uno de estos ítems.

	 1.	 GOBERNANZA AUTONÓMICA, DESCENTRALIZACIÓN 
POLÍTICO-ADMINISTRATIVA Y RESTAURACIÓN  
DEL SITIAL HISTÓRICO PRODUCTIVO DE BOLÍVAR

Situación actual
El estado Bolívar expresa con especial claridad el agotamiento del 
modelo centralista, estatista y planificador que durante décadas 
concentró decisiones, recursos y capacidades fuera del territorio. La 
región fue concebida como una de las grandes alternativas económicas 
no petroleras de Venezuela, sustentada en su dotación hídrica, 
energética, minera, forestal, industrial, agroproductiva, turística y 
fronteriza. Sin embargo, buena parte de ese potencial se encuentra hoy 
limitado por la pérdida de autonomía regional, el deterioro de la institu-
cionalidad, la descapitalización técnica, la precariedad de los servicios 
públicos y la fragmentación de los espacios productivos.
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La centralización de la gestión, históricamente asociada a la 
Corporación Venezolana de Guayana y a los mecanismos de decisión  
del poder nacional, redujo progresivamente la capacidad de la región 
para planificar, administrar y aprovechar sus propios activos. Lo que 
debía consolidarse como una plataforma de desarrollo industrial, 
logístico, energético y agroproductivo se ha visto afectado por la obso-
lescencia de las empresas básicas, la falta de inversión, la pérdida  
de talento especializado, la inseguridad jurídica, los pasivos ambientales 
y el debilitamiento de la vida económica formal.

Esta situación ha generado un vacío de gobernanza en distintos  
ámbitos del territorio. En zonas urbanas, industriales, rurales, mineras 
y fronterizas, la ausencia de instituciones eficientes ha favorecido el 
crecimiento de redes informales de subsistencia, prácticas discreciona-
les, economías de transitoriedad y formas de control territorial que no 
responden a reglas claras ni a mecanismos transparentes de rendición 
de cuentas. El resultado es una región con enormes activos, pero con 
capacidades institucionales insuficientes para convertirlos en 
prosperidad sostenida.

La paradoja bolivarense es evidente: un estado de aproximadamente 
238.000 km², con recursos hídricos estratégicos, potencial hidroeléctri-
co, tierras aptas para la agroproducción, patrimonio biocultural, 
ubicación fronteriza y memoria industrial, no puede seguir dependiendo 
de decisiones tomadas desde la capital o de esquemas centralizados 
que desconocen las especificidades locales. 

Frente a este escenario, los actores consultados coinciden en que las 
fuerzas vivas del estado (empresariado gremial organizado, academia 
activa, organizaciones de la sociedad civil, productores, profesionales, 
comunidades, actores fronterizos y liderazgos locales) representan una 
base fundamental para reconstruir gobernanza, articular propuestas  
y devolver a Bolívar su sitial histórico como motor productivo nacional.

Enfoque
El enfoque de este consenso se basa en la recuperación de la autonomía 
regional como condición para transformar el potencial de Bolívar en 
desarrollo real. No se trata únicamente de una aspiración política, sino 
de una necesidad práctica para ordenar servicios, proteger derechos de 
propiedad, atraer inversión, recuperar capacidades productivas, 
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administrar recursos, fortalecer instituciones locales y construir 
confianza entre ciudadanía, gremios, empresas, academia y 
comunidades.

La gobernanza autonómica supone reconocer que Bolívar no puede  
ser gestionado como un territorio periférico. Su escala, diversidad, 
ubicación geopolítica, historia industrial, complejidad ambiental y 
condición fronteriza exigen un modelo de descentralización funcional, 
con capacidad de decisión cercana al territorio y con mecanismos  
de articulación entre actores públicos, privados, académicos y 
comunitarios. 

Este enfoque parte de una premisa central: el desarrollo regional no se 
decreta desde arriba, sino que se construye desde las capacidades 
reales de la sociedad. La descentralización debe permitir que los 
actores locales participen en la definición de prioridades, en la gestión 
de servicios, en la formulación de proyectos productivos, en la vigilancia 
ciudadana, en la recuperación del tejido institucional y en la defensa de 
la libertad económica. 

La restauración del sitial productivo de Bolívar implica superar la 
dependencia de un modelo cerrado, centralizado y discrecional, para 
avanzar hacia una arquitectura territorial basada en seguridad jurídica, 
libre empresa, descentralización político-administrativa, transparencia, 
inversión privada, capital social, gestión eficiente de servicios y corres-
ponsabilidad ciudadana.

Propuestas
	 1.	 Impulsar una agenda de descentralización político-administrativa 

para el estado Bolívar. Promover la transferencia progresiva de com-
petencias, capacidades de gestión y responsabilidades hacia instancias 
regionales y municipales, especialmente en áreas vinculadas con 
servicios públicos, infraestructura, ambiente, catastro, desarrollo  
productivo, turismo, formación técnica y ordenamiento territorial. 

	 2.	 Crear una Mesa de Gobernanza Bolívar Futuro. Constituir un espacio 
permanente de articulación entre gremios empresariales, univer-
sidades, organizaciones de la sociedad civil, productores, cámaras 
sectoriales, actores comunitarios, profesionales independientes y  
representantes institucionales, orientado a priorizar propuestas, dar 
seguimiento a acuerdos y construir una agenda de incidencia regional. 
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	 3.	 Diseñar un sistema regional de prioridades productivas y territo
riales. Ordenar los principales activos del estado —Guayana industrial, 
eje Orinoco-Caroní, frontera sur, Gran Sabana, zonas agroproductivas, 
turismo, gastronomía, ambiente, empresas básicas y servicios  
logísticos— en una hoja de ruta que permita identificar proyectos  
estratégicos, actores responsables, fuentes de financiamiento y condi-
ciones institucionales necesarias. 

	 4.	 Promover mecanismos de auditoría cívica y rendición de cuentas. 
Fortalecer la participación ciudadana en el seguimiento de servicios 
públicos, obras, trámites, permisos, gestión ambiental, políticas 
sociales y proyectos productivos, mediante indicadores verificables, 
reportes públicos, contraloría social y alianzas con universidades, 
gremios y medios de comunicación. 

	 5.	 Avanzar hacia esquemas de gestión descentralizada de servicios  
e infraestructura. Explorar modelos transparentes de alianzas  
público-privadas, concesiones, cogestión técnica o contratación por 
desempeño para atender áreas críticas como agua, electricidad, 
residuos, movilidad, conectividad, espacios públicos, infraestructura 
productiva y mantenimiento urbano. 

	 6.	 Fortalecer la capacidad institucional de municipios estratégicos. 
Priorizar municipios y espacios de alta relevancia territorial —Caroní, 
Heres, Piar, Sifontes, Gran Sabana, El Callao y otros territorios del 
sur— para mejorar trámites, catastro, registros, atención ciudadana, 
planificación urbana, servicios básicos y coordinación con actores 
productivos. 

	 7.	 Recuperar el papel histórico de Guayana como plataforma productiva  
nacional. Promover una visión de desarrollo que conecte la memoria 
industrial de Guayana con nuevas oportunidades en metalmecánica, 
logística, servicios técnicos, energía, agroindustria, turismo, bioecono-
mía y formación de capital humano. 

	 8.	 Crear una agenda de cooperación técnica con universidades y gremios. 
Incorporar a la academia y al empresariado organizado en la elabora-
ción de diagnósticos, proyectos, estudios de factibilidad, programas de 
formación, medición de impacto y propuestas de reforma institucional. 

	 9.	 Reconocer a Bolívar como territorio estratégico para la integración 
nacional y fronteriza. Incorporar la dimensión geopolítica del estado 
en la agenda pública nacional, considerando su relación con Brasil, la 
Guayana Esequiba, el eje fluvial Orinoco-Caroní, la fachada atlántica, 
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		  la Gran Sabana, las comunidades indígenas y los corredores producti-
vos del sur. 

	 10.	 Promover una narrativa regional de arraigo, libertad y productividad. 
Posicionar a Bolívar no solo como territorio de recursos, sino como  
una comunidad humana con memoria industrial, identidad fronteriza, 
diversidad cultural, vocación productiva y capacidad de reconstruir  
su futuro desde sus propias fuerzas vivas.

	 2.	 BLINDAJE DE LA SEGURIDAD JURÍDICA  
Y CONSOLIDACIÓN DE LA PROPIEDAD COMO  
EJE DE LIBERTAD

Situación actual
La inseguridad jurídica constituye uno de los principales obstáculos 
para la inversión, el arraigo ciudadano, la formalización económica  
y el desarrollo humano en el estado Bolívar. Los actores consultados 
coinciden en que la precariedad legal no afecta únicamente a grandes 
propietarios o empresas, sino también a productores agrícolas,  
comerciantes, emprendedores, familias, arrendadores, arrendatarios, 
agentes inmobiliarios, comunidades rurales y habitantes de zonas 
fronterizas.

En Bolívar, la propiedad no puede entenderse solo como un asunto 
patrimonial. Está vinculada con la posibilidad de permanecer en el 
territorio, trabajar la tierra, abrir un negocio, arrendar un inmueble, 
acceder al crédito, proteger una vivienda, planificar una inversión, 
desarrollar proyectos productivos y construir estabilidad familiar.  
Por ello, la debilidad de los derechos de propiedad termina afectando 
tanto la libertad individual como la productividad regional.

El proceso de consulta permitió identificar problemas recurrentes: 
procesos administrativos lentos, exceso de trámites, discrecionalidad 
institucional, débil protección de los contratos, obstáculos en materia  
de arrendamiento, falta de actualización catastral, dificultades ante 
registros y notarías, informalidad en la tenencia de inmuebles y tierras, 
desconocimiento de títulos históricos de propiedad agraria e inmo
biliaria, trabas ante entes reguladores como la Sunavi y aislamiento 
registral en el corredor sur dependiente de Guasipati. 
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La situación es particularmente sensible en el sur del estado y en zonas 
fronterizas como Santa Elena de Uairén, donde la distancia física de 
oficinas registrales, notariales y administrativas profundiza la infor
malidad. La dependencia de trámites ubicados fuera del territorio inme-
diato, sumada a la debilidad de los servicios públicos, el uso de 
mecanismos informales de transacción y la ausencia de catastro  
actualizado, limita la seguridad de las familias y reduce las posibilidades 
de inversión productiva.

También se observa un problema específico en el mercado de arrenda-
mientos. La rigidez normativa, la homologación previa de contratos, los 
tiempos de respuesta institucional y la dificultad para resolver contro-
versias por vías ágiles han contribuido a paralizar parte del mercado 
inmobiliario. Esto afecta la disponibilidad de vivienda, el uso eficiente de 
inmuebles, la inversión en mantenimiento y la confianza entre  
propietarios e inquilinos.

La inseguridad jurídica debilita además la actividad agroproductiva. 
Productores con títulos históricos o posesiones legítimas enfrentan 
incertidumbre sobre sus derechos, dificultades para formalizar  
sus activos, problemas para acceder al financiamiento y limitaciones 
para incorporar tecnología, mejorar infraestructura o ampliar 
producción. En un estado con amplias tierras aptas para la agroproduc-
ción, esta situación reduce la capacidad de transformar el potencial 
territorial en empleo, alimentos y riqueza local.

Desde la perspectiva de los actores consultados, la soberanía real  
y el arraigo ciudadano no se decretan desde el centralismo. Se ejercen 
cuando las personas tienen titularidad legítima sobre la tierra que 
trabajan, el inmueble que arriendan o habitan, y el entorno urbano  
donde desarrollan su vida familiar, comunitaria y productiva. 

Enfoque
El enfoque de este consenso se basa en restablecer la seguridad  
jurídica como condición habilitante para la libertad, la inversión, el 
arraigo y la productividad. No puede haber desarrollo regional 
sostenible sin derechos de propiedad protegidos, contratos respetados, 
instituciones confiables y reglas claras para la actividad económica.

La propiedad privada debe ser reconocida como una institución 
fundamental para la vida ciudadana. Permite planificar a largo plazo, 
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asumir responsabilidades, invertir, mantener activos, acceder a finan-
ciamiento, transferir bienes, crear empresas, proteger el patrimonio 
familiar y generar confianza entre actores económicos. En Bolívar, 
donde conviven dinámicas urbanas, rurales, industriales, fronterizas, 
indígenas y agroproductivas, esta dimensión adquiere especial 
importancia.

El objetivo es avanzar hacia un marco institucional que reduzca la  
incertidumbre legal, simplifique trámites, mejore el funcionamiento  
de registros y notarías, actualice el catastro, fortalezca la protección 
contractual y abra vías de arbitraje o resolución de conflictos más 
rápidas, técnicas y confiables. La seguridad jurídica debe dejar de ser 
una aspiración abstracta para convertirse en una herramienta práctica 
al servicio de familias, productores, comerciantes, inversionistas, 
emprendedores y comunidades.

Este enfoque también supone superar la permisología centralista y  
los controles que paralizan la actividad privada. En lugar de un sistema 
basado en autorizaciones lentas, validaciones sucesivas y dependencia 
de oficinas distantes, Bolívar requiere mecanismos de formalización 
cercanos al ciudadano, con procesos digitales, plazos definidos, intero-
perabilidad institucional y criterios transparentes.

La consolidación de la propiedad como eje de libertad debe articularse 
con la descentralización político-administrativa. En territorios como 
Santa Elena de Uairén, Gran Sabana y otros municipios del sur, la 
seguridad jurídica exige presencia institucional funcional, servicios 
registrales más cercanos, regularización catastral, documentación 
ciudadana y reconocimiento de las particularidades fronterizas, 
productivas y comunitarias.

Propuestas
	 1.	 Promover una propuesta normativa de libertad inmobiliaria  

y seguridad jurídica regional. Impulsar, en el marco de las competen-
cias nacionales, estadales y municipales, una propuesta normativa 
orientada a proteger la propiedad privada, reducir la discrecionalidad 
administrativa, simplificar trámites inmobiliarios y reconocer mecanis-
mos ágiles de resolución de conflictos. 

	 2.	 Revisar y simplificar los procedimientos vinculados con arrenda-
mientos. Promover la eliminación de trabas que paralizan el mercado 
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de alquileres, especialmente aquellas asociadas a la homologación 

previa de contratos, tiempos excesivos de respuesta y dificultades para 

resolver controversias civiles. El objetivo es proteger tanto a propieta-

rios como a inquilinos mediante contratos claros, reglas previsibles y 

mecanismos eficaces de cumplimiento. 

	 3.	 Fortalecer el arbitraje y la mediación institucional para conflictos  
inmobiliarios, agrarios y comerciales. Desarrollar mecanismos 
autónomos, técnicos y confiables de resolución de controversias que 
permitan atender conflictos de propiedad, arrendamiento, uso de 
inmuebles, tierras productivas y relaciones contractuales sin depender 
exclusivamente de procesos judiciales lentos o de trámites administra-
tivos discrecionales. 

	 4.	 Digitalizar e interconectar registros públicos, notarías y catastros  
municipales. Avanzar hacia un sistema interoperable que permita 
verificar titularidad, actualizar datos, reducir tiempos de gestión, 
prevenir duplicidades, limitar la discrecionalidad del funcionariado  
y facilitar operaciones inmobiliarias, comerciales y productivas,  
incluyendo la interconexión progresiva de notarías y oficinas de  
registro público. 

	 5.	 Actualizar el catastro urbano y rural del estado Bolívar. Diseñar 
programas municipales de actualización catastral que permitan identi-
ficar inmuebles, tierras productivas, áreas urbanas, zonas industriales, 
espacios comerciales y asentamientos informales, con el fin de mejorar 
la planificación, la recaudación local, la seguridad jurídica y el ordena-
miento territorial. 

	 6.	 Ejecutar un mapeo gremial de tierras agrícolas con títulos históricos. 
Levantar, junto con productores, asociaciones agropecuarias, gremios  
y expertos legales, un inventario de tierras productivas con títulos  
históricos, posesiones legítimas o situaciones de informalidad, para 
identificar obstáculos de regularización y diseñar rutas de formalización 
que protejan la actividad agroproductiva. 

	 7.	 Acercar los servicios registrales y notariales al corredor sur del 
estado. Evaluar el traslado, ampliación o desconcentración de com-
petencias registrales y notariales hacia Santa Elena de Uairén y otros 
puntos estratégicos del sur, para reducir la dependencia de oficinas 
ubicadas en Guasipati u otras localidades distantes. Esta medida faci-
litaría la formalización de inmuebles, tierras, contratos, documentos 
civiles y operaciones económicas en zonas fronterizas. 
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	 8.	 Regularizar la propiedad urbana en zonas de alta informalidad.  
Desarrollar operativos de levantamiento de información, verificación 
documental, catastro y acompañamiento jurídico para familias, comu-
nidades y pequeños comerciantes que ocupan inmuebles o terrenos en 
condiciones de precariedad legal, priorizando soluciones que fortalez-
can arraigo, ordenamiento urbano y convivencia. 

	 9.	 Vincular propiedad formal con acceso al crédito y financiamiento  
productivo. Promover mecanismos mediante los cuales la formaliza-
ción de tierras, viviendas, locales comerciales e inmuebles productivos 
permita acceder a financiamiento, seguros, inversión privada, mejoras 
de infraestructura y programas de desarrollo empresarial. 

	 10.	 Crear una ventanilla regional de seguridad jurídica y formalización 
económica. Establecer un servicio de orientación para ciudadanos,  
productores, comerciantes, emprendedores y comunidades sobre 
trámites de propiedad, registro, catastro, contratos, arrendamien-
tos, permisos, resolución de conflictos y formalización de actividades 
económicas. 

	 11.	 Promover educación ciudadana sobre propiedad, contratos y  
derechos económicos. Desarrollar campañas, talleres y materiales 
formativos para explicar la importancia de la propiedad, la legalidad 
contractual, el registro de bienes, la formalización de emprendimientos, 
la protección del patrimonio familiar y el cumplimiento de obligaciones 
entre particulares. 

	 12.	 Incorporar a gremios, universidades y colegios profesionales  
en la agenda de formalización. Articular al sector privado, la academia, 
abogados, urbanistas, ingenieros, productores y organizaciones  
de la sociedad civil en programas de diagnóstico, asistencia técnica,  
levantamiento de información, mediación y elaboración de propuestas 
normativas. 
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	 3.	 LIBERTAD ECONÓMICA, MARCO FISCAL  
RACIONAL Y FINANCIAMIENTO PARA  
LA PROSPERIDAD COLECTIVA

Situación actual
La reactivación económica del estado Bolívar se encuentra limitada  
por un entorno de controles, cargas fiscales, restricciones financieras  
y obstáculos administrativos que reducen la capacidad de acción  
de comerciantes, productores, emprendedores, profesionales indepen-
dientes y pequeñas y medianas empresas. Los actores consultados 
coinciden en que el potencial creativo y productivo de la sociedad 
bolivarense existe, pero no logra traducirse en prosperidad colectiva 
por la ausencia de condiciones institucionales y de mercado  
que permitan escalar iniciativas, formalizar operaciones y atraer 
inversión.

Uno de los problemas señalados con mayor claridad es la presión fiscal 
municipal sobre actividades comerciales e inmobiliarias, especialmente 
en el municipio Caroní. La indexación de tasas, tributos o cargas munici-
pales a monedas extranjeras, así como la acumulación de sanciones, 
deudas y obligaciones difíciles de cumplir, ha afectado la estabilidad  
del parque comercial consolidado y ha reducido los incentivos para 
formalizar nuevas operaciones, protocolizar ventas o activar contratos 
de arrendamiento.

A ello se suma el estrangulamiento del financiamiento tradicional.  
La banca formal no ofrece, en la práctica, líneas suficientes para adqui-
sición de equipos, reposición de inventarios, expansión productiva,  
mejoramiento genético de rebaños, financiamiento agrícola, moderni-
zación tecnológica o capital de trabajo. Esta limitación afecta tanto a 
sectores consolidados como a emprendimientos emergentes, impidien-
do que proyectos viables puedan pasar de la etapa de prototipo a una 
fase de crecimiento sostenido.

En paralelo, la falta de oportunidades formales ha favorecido la 
expansión de economías informales de subsistencia en zonas urbanas 
periféricas, áreas mineras y espacios de frontera. Estas dinámicas 
permiten sobrevivir, pero no generan estabilidad, productividad ni 
acumulación de capital. En muchos casos operan bajo condiciones de 
transitoriedad monetaria, baja protección jurídica, escasa bancariza-
ción y limitada capacidad de reinversión.
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El diagnóstico recogido durante el proceso de consulta subraya que  
la reactivación económica de Bolívar exige desmontar controles 
estatales asfixiantes, revisar la voracidad fiscal y sustituir la 
dependencia del clientelismo o de la dádiva pública por mecanismos  
de mercado, financiamiento autónomo, capital semilla, propiedad 
intelectual compartida y formación para competir bajo estándares 
internacionales. 

Enfoque
El enfoque de este consenso se orienta a construir un ecosistema  
de libertad económica que permita a los ciudadanos convertir sus 
capacidades en ingresos, inversión, empleo y prosperidad. Esto implica 
avanzar hacia reglas de mercado más claras, reducción de cargas 
fiscales distorsivas, incentivos para la formalización, mecanismos 
privados de financiamiento y fortalecimiento técnico de los actores 
productivos.

La libertad económica no se entiende aquí como una abstracción  
doctrinaria, sino como una condición práctica para que productores, 
comerciantes, emprendedores, docentes, periodistas, operadores tu-
rísticos, actores gastronómicos y profesionales independientes puedan 
generar valor sin depender de autorizaciones discrecionales, financia-
miento político o subsidios precarios.

El consenso también plantea que la prosperidad debe construirse  
desde las capacidades reales del territorio. En Bolívar existen proyectos 
productivos, conocimiento técnico, identidad gastronómica, experiencia 
agrícola, capital gremial y talento profesional que pueden convertirse en 
activos económicos si cuentan con financiamiento, estándares de 
calidad, formación, acompañamiento, propiedad intelectual y acceso  
a mercados.

La lógica de este enfoque es sustituir la economía de supervivencia  
por una economía de capacidades: ciudadanos que formalizan, invierten, 
se asocian, producen, certifican, financian, innovan y compiten.

Propuestas
	 1.	 Revisar la estructura fiscal municipal en Caroní y otros municipios 

productivos. Evaluar la suspensión de mecanismos de indexación 
de impuestos, tasas o contribuciones municipales que generen dis-
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torsiones, especialmente cuando afecten operaciones inmobiliarias, 
comerciales, productivas o de servicios.

	 2.	 Aprobar incentivos tributarios temporales para la reactivación 
económica. Establecer exoneraciones, rebajas o incentivos por tiempo 
definido para promover nuevas inversiones, protocolización de ventas, 
contratos de arrendamiento, apertura de negocios, formalización de 
emprendimientos y recuperación de locales comerciales.

	 3.	 Crear fondos de autogestión gremial agropecuaria. Promover  
mecanismos de capitalización propios del sector ganadero y agrícola 
para reposición de rebaños, mejoramiento genético, recuperación  
de infraestructura, compra de insumos y fortalecimiento sanitario, ante 
la ausencia de financiamiento bancario suficiente.

	 4.	 Implementar modelos de capital semilla con acompañamiento  
técnico. Diseñar programas para emprendimientos y microempresas  
que combinen pequeños recursos iniciales, asistencia técnica, 
formación financiera, seguimiento de impacto y entrega de herramien-
tas productivas, especialmente en cadenas como cacao, gastronomía, 
servicios, economía circular y oficios.

	 5.	 Formalizar la Cámara Gastronómica del Estado Bolívar. Consolidar  
una instancia gremial que agrupe a chefs, cocineros, productores 
agroalimentarios, restaurantes, emprendedores culinarios y actores 
vinculados con la identidad gastronómica regional, con el propósito  
de normar buenas prácticas, promover estándares de calidad y 
convertir la gastronomía en un activo económico territorial.

	 6.	 Crear un catálogo técnico de proyectos prototípicos. Sistematizar 
proyectos productivos, ambientales, agroindustriales, turísticos, tecno-
lógicos y comunitarios ya existentes en Caroní y otros municipios, para 
presentarlos ante fondos internacionales, banca privada, inversionistas, 
cámaras y programas de cooperación.

	 7.	 Impulsar programas de homologación y mejora de procesos para 
pymes regionales. Desarrollar diagnósticos técnicos de empresas y 
emprendimientos para mejorar gestión, costos, calidad, administración, 
mercadeo, finanzas, trazabilidad, estándares sanitarios y capacidad de 
competir en mercados nacionales e internacionales.

	 8.	 Crear mesas de cooperación técnica para financiamiento mediante 
propiedad intelectual compartida. Promover esquemas en los que 
investigadores, periodistas, gremios, consultores, universidades y 
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empresas puedan desarrollar productos técnicos, datos, diagnósticos, 
investigaciones o estudios financiados por patrocinio privado y orienta-
dos al desarrollo regional.

	 9.	 Gestionar líneas de crédito preferenciales con banca privada. Explorar 
mecanismos de financiamiento para docentes, emprendedores, pro-
ductores, microempresarios y profesionales que necesiten adquirir 
equipos tecnológicos, herramientas de trabajo, insumos productivos o 
capital inicial.

	 10.	 Implementar diplomados permanentes en formación de capital y es-
tándares internacionales. Desarrollar programas formativos para 
emprendedores, pymes, gremios y productores, orientados a finanzas, 
inversión, calidad, exportación, propiedad intelectual, certificaciones, 
comercio internacional y presentación de proyectos a fondos privados.

	 11.	 Promover campañas de seguridad integral y comercio ético. Diseñar 
campañas para proteger la reputación de destinos turísticos, gastro-
nómicos y comerciales, fortaleciendo la confianza entre visitantes, 
comerciantes, consumidores y prestadores de servicios.

	 4.	 DESCENTRALIZACIÓN ESTRUCTURAL,  
AUDITORÍA CÍVICA Y OPTIMIZACIÓN  
DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS

Situación actual
El estado Bolívar enfrenta una paradoja estructural: siendo una de las 
entidades más importantes del país en materia hídrica y energética, sus 
ciudadanos padecen fallas persistentes de agua potable, racionamien-
tos eléctricos, deterioro vial, deficiencias de transporte, problemas de 
recolección de desechos, conectividad limitada y precariedad en la 
infraestructura urbana y productiva.

Los actores consultados coinciden en que este deterioro no responde 
únicamente a falta de recursos, sino al agotamiento del modelo 
centralista y estatista que monopolizó la gestión de infraestructura y 
servicios. La concentración de decisiones, la falta de mantenimiento, la 
ausencia de rendición de cuentas, la obsolescencia técnica y la exclusión 
de capacidades privadas y comunitarias han debilitado la calidad de vida 
y la competitividad regional.
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En el plano energético e industrial, las limitaciones del Sistema  
Interconectado Nacional, la saturación de líneas de transmisión, la falta 
de inversión, el deterioro de activos hidroeléctricos y la paralización  
de capacidades industriales afectan directamente la posibilidad de 
reactivar Guayana como plataforma productiva. La crisis de servicios  
se convierte, así, en una barrera para la inversión, la educación, la 
salud, el comercio, la movilidad y el emprendimiento.

La generación eléctrica debe abordarse como infraestructura 
productiva sujeta a reglas técnicas, transparencia y mantenimiento,  
no como un monopolio administrativo. Bolívar requiere recuperar la 
confiabilidad de su sistema hidroeléctrico, abrir espacios a inversión 
privada y permitir soluciones complementarias de generación 
distribuida para sectores productivos, comunidades y servicios críticos.

También se identifican problemas críticos en movilidad terrestre, 
transporte público, nodos logísticos, terminales, espacios comunes, 
redes de recolección de desechos y mantenimiento urbano. El deterioro 
de la red fluvial Orinoco-Caroní, la falta de dragado y la debilidad 
logística limitan una de las ventajas estratégicas más importantes del 
estado: su conectividad fluvial, industrial y comercial.

Este consenso responde a la inviabilidad del modelo centralista, que  
ha transformado a una entidad rica en recursos hídricos y energéticos 
en un territorio afectado por racionamientos crónicos y colapso de 
servicios vitales. A partir de los aportes recogidos, se proponen 
mecanismos de auditoría ciudadana, mesas público-privadas, 
concesiones, condominios industriales y gobernanza técnica de la 
cuenca del Caroní. 

Enfoque
El enfoque de este consenso consiste en transferir progresivamente 
capacidades de gestión, auditoría, mantenimiento y operación de 
servicios hacia esquemas descentralizados, técnicos, transparentes y 
con participación de la sociedad civil organizada y el capital privado.

No se trata de sustituir una ineficiencia por otra, sino de construir 
mecanismos verificables de corresponsabilidad: auditoría ciudadana, 
concesiones transparentes, alianzas público-privadas, contratación por 
desempeño, gestión técnica de infraestructura, indicadores de calidad, 
participación gremial y control social.
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En materia eléctrica, la descentralización debe permitir esquemas de 
operación, mantenimiento, autogeneración y generación complementa-
ria con participación privada, contratos transparentes y supervisión 
técnica independiente.

La recuperación de servicios públicos debe entenderse como una 
condición habilitante para el desarrollo. Sin agua, electricidad, 
movilidad, conectividad, espacios públicos funcionales y recolección de 
residuos, no hay productividad, salud, educación ni libertad ciudadana 
efectiva.

En el caso de Guayana, este enfoque incluye la reconversión de  
espacios industriales, la creación de unidades de gestión más eficientes, 
la participación de pymes privadas en servicios especializados y la 
incorporación de metodologías modernas de administración, inventario, 
seguridad, logística y mantenimiento.

Propuestas
	 1.	 Ejecutar auditorías ciudadanas de servicios públicos en el municipio 

Caroní. Levantar información verificable sobre fallas, frecuencia, 
cobertura, calidad, costos, tiempos de respuesta y principales cuellos 
de botella en agua, electricidad, residuos, transporte, conectividad y 
mantenimiento urbano. 

	 2.	 Instalar mesas de gobernanza público-privadas para servicios  
e infraestructura. Crear espacios de trabajo entre municipios, gremios, 
cámaras, empresas, universidades y sociedad civil para priorizar solu-
ciones, diseñar modelos de gestión y hacer seguimiento a compromisos. 

	 3.	 Promover concesiones transparentes para espacios públicos  
y servicios urbanos. Evaluar esquemas de concesión, cogestión o  
contratación por desempeño para baños públicos, paradas, mercados, 
terminales, espacios comunes, redes de recolección de desechos y 
mantenimiento urbano. 

	 4.	 Modernizar la recolección y disposición de desechos sólidos. Diseñar 
rutas eficientes, estaciones de transferencia, mecanismos de reciclaje, 
indicadores de cobertura, participación comunitaria y modelos sosteni-
bles de financiamiento del servicio. 

	 5.	 Impulsar la recuperación de nodos logísticos de transporte. Priorizar 
terminales, paradas, rutas urbanas, conexiones industriales, accesos  
a mercados municipales y puntos de intercambio productivo para 
mejorar la movilidad ciudadana y comercial. 
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	 6.	 Reactivar la red fluvial Orinoco-Caroní como eje logístico. Promover 
estudios técnicos de dragado, mantenimiento, señalización, seguridad, 
conectividad portuaria y articulación con actividades industriales,  
agroproductivas, turísticas y comerciales. 

	 7.	 Avanzar hacia condominios industriales de gestión independiente.  
Reorganizar espacios industriales de Matanzas y otras áreas produc-
tivas en núcleos operativos con gestión administrativa, seguridad, 
inventarios, servicios técnicos y mantenimiento bajo criterios de eficien-
cia y participación privada. 

	 8.	 Incorporar pymes privadas a la gestión de servicios industriales. 
Abrir oportunidades para que empresas locales gestionen servicios 
administrativos, seguridad interna, mantenimiento, logística, inventa
rios, transporte, suministros y servicios especializados en zonas 
industriales. 

	 9.	 Aplicar metodologías modernas de gestión operativa. Incorporar 
mecanismos como Just-in-Time, inventarios auditables, mantenimien-
to predictivo, control de costos, indicadores de eficiencia y sistemas 
digitales de seguimiento. 

	 10.	 Establecer un esquema técnico de gobernanza para la cuenca del 
Caroní y la generación hidroeléctrica asociada. Diseñar un modelo  
de monitoreo, mantenimiento, protección de cuencas y auditoría técnica, 
con participación de universidades, gremios profesionales, expertos  
independientes, empresas y gobiernos locales, para fortalecer  
la confiabilidad eléctrica y proteger el principal reservorio hídrico- 
energético del país.

	 11.	 Crear hubs de co-working y zonas francas informativas en zonas  
periféricas. Dotar espacios estratégicos con internet satelital, 
energía híbrida y condiciones mínimas de operación para periodistas, 
investigadores, docentes, emprendedores y organizaciones sociales, 
especialmente en zonas de frontera, minería e industria. 

	 12.	 Promover generación distribuida y autogeneración para sectores 
críticos. Facilitar inversiones privadas en soluciones solares, híbridas, 
microrredes y sistemas de respaldo para escuelas, centros de salud, 
espacios productivos, comunidades, industrias y servicios esenciales, 
bajo reglas claras, permisos simples y esquemas de mantenimiento 
verificables.
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	 5.	 RECONVERSIÓN PRODUCTIVA,  
DESARROLLO ORGÁNICO Y SOSTENIBILIDAD 
BIOCULTURAL DE GUAYANA

Situación actual
El estado Bolívar ha sido asociado durante décadas con la minería, la 
industria pesada y la extracción de recursos. Sin embargo, los actores 
consultados coinciden en que esa identidad reducida no expresa la 
verdadera diversidad productiva del territorio. La imposición de una 
visión exclusivamente minera y extractivista ha generado deterioro de 
suelos, pasivos ambientales, transitoriedad social, debilitamiento  
de comunidades productivas y pérdida de oportunidades en sectores 
con alto potencial de valor agregado.

La minería, especialmente cuando opera bajo esquemas informales, 
ilegales o de baja trazabilidad, ha contribuido a consolidar una economía 
de transitoriedad que genera ingresos inmediatos, pero debilita la 
productividad sostenible, afecta el ambiente, reduce el arraigo 
territorial y desplaza actividades capaces de crear valor de largo plazo. 
Ordenar la actividad minera es indispensable para que Bolívar pueda 
pasar de una economía extractiva y vulnerable a una economía diversifi-
cada, formal, competitiva y sostenible.

Bolívar cuenta con amplias ventajas comparativas: tierras aptas para  
la ganadería y la agricultura, riqueza hidrográfica, biodiversidad, 
memoria industrial, gastronomía regional, turismo de naturaleza, rutas 
fluviales, talento técnico, rubros autóctonos y ubicación estratégica.  
No obstante, muchas de estas capacidades permanecen desarticuladas 
por falta de sanidad animal, financiamiento, infraestructura, seguridad 
jurídica, certificaciones, denominaciones de origen y acceso a 
mercados.

El sector ganadero enfrenta limitaciones asociadas al estatus sanitario, 
la fiebre aftosa, la descapitalización técnica y las dificultades para 
exportar. Las cadenas agroalimentarias nativas —como cacao, ñame,  
ají dulce, queso guayanés, queso de mano, algodón, sarrapia y otros 
rubros— no han sido suficientemente protegidas, certificadas ni posicio-
nadas como activos de identidad territorial.

Asimismo, la memoria técnica de Guayana, representada por 
ingenieros, técnicos, operadores, jubilados y trabajadores especializa-
dos de las empresas básicas, constituye un capital acumulado que no 
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puede perderse. La reconversión productiva requiere rescatar esa 
experiencia y vincularla con nuevas oportunidades en consultoría, 
servicios industriales, metalmecánica, logística, energía, agroindustria 
y conexión con la Faja Petrolífera del Orinoco.

Este consenso plantea la necesidad de superar el modelo rentista y 
extractivista mediante un desarrollo orgánico, diversificado y sostenible, 
que incorpore vocería gremial ganadera, saneamiento autónomo,  
denominación de origen del queso guayanés, formalización exportadora 
del cacao Guarataro, registro de talento sénior y turismo de conserva-
ción regenerativa en Canaima.

Enfoque
El enfoque de este consenso consiste en construir una economía regio-
nal más diversificada, orgánica y sostenible, basada en la combinación 
de producción agropecuaria, identidad gastronómica, memoria técnica, 
turismo competitivo, bioeconomía, propiedad privada y libre mercado. 
En esta visión, el turismo debe entenderse como una actividad económi-
ca capaz de generar inversión, empleo, servicios, emprendimientos, 
encadenamientos productivos y valorización del patrimonio, siempre 
bajo reglas claras, respeto a la propiedad, sostenibilidad ambiental y 
protagonismo de operadores privados, comunidades organizadas  
y gobiernos locales.

El desarrollo de Guayana no debe depender exclusivamente de la 
minería ni de la industria estatal tradicional. Debe apoyarse en cadenas 
de valor que conecten a productores, gremios, universidades, cámaras, 
empresarios, comunidades, operadores turísticos, técnicos jubilados, 
financistas y consumidores.

La ética conservacionista, la gastronomía patrimonial y la memoria 
operativa de Guayana pueden convertirse en factores de rentabilidad si 
se traducen en certificaciones, servicios especializados, marcas territo-
riales, denominaciones de origen, turismo de alto valor, exportaciones y 
nuevos modelos de negocio.

La reconversión productiva supone pasar de una economía de 
extracción a una economía de valor: producir mejor, certificar, 
transformar, diferenciar, proteger, financiar, comercializar y exportar.
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Propuestas
	 1.	 Consolidar una vocería gremial ganadera unificada. Articular asocia-

ciones, productores y gremios para construir una agenda común de 
defensa de tierras productivas, sanidad animal, seguridad vial, financia-
miento, exportación y protección frente a invasiones o extorsiones. 

	 2.	 Ejecutar un plan de saneamiento autónomo para certificar área libre 
de aftosa. Desarrollar una ruta técnica, gremial y sanitaria que permita 
avanzar hacia estándares internacionales y abrir posibilidades de  
exportación ganadera. 

	 3.	 Impulsar la Denominación de Origen Protegida del queso guayanés. 
Iniciar el proceso técnico-jurídico para proteger la identidad, calidad, 
trazabilidad y reputación del queso guayanés como producto emblemá-
tico regional. 

	 4.	 Formalizar la ruta exportadora del cacao Guarataro. Desarrollar 
procesos de certificación, poscosecha, calidad, marca territorial, asis-
tencia técnica y articulación comercial para posicionar el cacao como 
rubro estratégico de diversificación. 

	 5.	 Fortalecer cadenas de valor de rubros autóctonos. Promover ají dulce 
de La Paragua, ñame, queso de mano, algodón de fibra larga, sarrapia, 
cacao, productos derivados de la ganadería y otros rubros con potencial 
de diferenciación territorial. 

	 6.	 Crear escuelas itinerantes de formación agroproductiva. Desarrollar  
módulos en gestión financiera, planificación productiva, innovación, 
cultura de indicadores, sanidad, comercialización y transformación  
de productos. 

	 7.	 Activar fondos semilla para proyectos vinculados a cadenas agroali-
mentarias. Financiar iniciativas con acompañamiento técnico, medición 
de impacto y apoyo en formalización para productores  
y emprendedores. 

	 8.	 Crear un registro de talentos e ingenieros jubilados de Guayana.  
Sistematizar capacidades profesionales disponibles para consultorías 
avanzadas, mentoría técnica, formación de relevo, servicios industriales 
y conexión con proyectos de la Faja Petrolífera del Orinoco. 

	 9.	 Vincular Matanzas con nuevas oportunidades de servicios industriales. 
Promover servicios técnicos, metalmecánicos, logísticos, energéticos  
y administrativos que aprovechen la infraestructura existente y la  
experiencia profesional acumulada. 
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	 10.	 Adoptar un modelo de turismo de bajo impacto y alto valor en Canaima. 
Diseñar una oferta turística responsable, competitiva y ambientalmen-
te sostenible, basada en reglas claras de operación, límites de carga, 
respeto a las comunidades, participación de operadores privados y co-
munitarios, estándares de calidad y mecanismos que permitan generar 
ingresos locales mientras se protege el ecosistema.

	 11.	 Integrar Ciudad Bolívar a la estrategia de turismo histórico, fluvial  
y patrimonial. Promover circuitos turísticos que articulen el patrimo-
nio histórico de Ciudad Bolívar, el río Orinoco, la gastronomía regional, 
los servicios culturales, el comercio local, propietarios de inmuebles 
patrimoniales, operadores privados y emprendimientos creativos, con 
el propósito de ampliar la permanencia de visitantes, generar empleo 
y recuperar espacios urbanos mediante inversión, alianzas, permisos 
simples y gestión local.

	 12.	 Modernizar mercados municipales como nodos logísticos ali-
mentarios. Transformar mercados en espacios de conexión entre 
productores, consumidores, gastronomía, turismo y comercio formal, 
incorporando estándares sanitarios, identidad regional y gestión 
privada eficiente. 

	 13.	 Promover una marca territorial de Guayana productiva. Posicionar  
al estado como territorio de cacao, queso, ganadería, turismo histórico, 
fluvial, industrial y de naturaleza, biodiversidad, memoria técnica, gas-
tronomía, cultura fronteriza y emprendimiento, superando la narrativa 
exclusivamente minera y fortaleciendo una identidad económica basada 
en producción, inversión, servicios y libertad.

	 6.	 RECOMPOSICIÓN DEL CAPITAL SOCIAL,  
AUTONOMÍA PEDAGÓGICA Y EMPODERAMIENTO  
DE LA CIUDADANÍA ACTIVA

Situación actual
El desarrollo del estado Bolívar no puede sostenerse únicamente  
sobre recursos naturales, infraestructura o capital económico.  
Los actores consultados coinciden en que la superación de la crisis 
estructural requiere reconstruir capacidades humanas, tejido cívico, 
confianza social, liderazgo educativo, ética pública y ciudadanía activa.
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El sistema educativo regional enfrenta problemas severos: desgaste 
psicosocial del personal docente, pérdida de motivación, deserción, 
bajos salarios, falta de conectividad, debilidad tecnológica, deterioro  
de planteles y brechas de aprendizaje, especialmente en Lengua  
y Matemática. Estas limitaciones afectan la transición hacia estudios 
superiores, la empleabilidad, la formación técnica y la capacidad de los 
jóvenes para insertarse en sectores productivos más exigentes.

También se identifica una desconexión entre docentes de educación 
media y profesores universitarios, así como una brecha entre el currí-
culo formal y las competencias reales que necesitan los estudiantes. 
Iniciativas como Redlematec muestran que existen capacidades locales 
y académicas para enfrentar estos problemas mediante redes de  
docentes, medición, formación permanente, repositorios de buenas 
prácticas y cooperación interinstitucional.

En el ámbito informativo, el cierre o debilitamiento de medios tradicio-
nales ha abierto espacio a entornos digitales marcados por anonimato, 
intrusismo, sensacionalismo y desinformación. Esto afecta el derecho 
ciudadano a estar informado y debilita la capacidad de documentar 
crisis, violaciones de derechos, fallas institucionales y problemas 
comunitarios.

Este consenso recoge una apuesta por la autogestión educativa, la 
libertad de cátedra basada en datos, la formalización de redes docentes, 
el periodismo de rostro y firma, los nodos de conectividad, los reportes 
cronológicos, la protección de niños, niñas y adolescentes, los circuitos 
culturales y las mesas técnicas con los sistemas municipales de 
protección.

Enfoque
El enfoque de este consenso parte de reconocer al ciudadano como 
protagonista del desarrollo. La superación de la crisis no vendrá de un 
modelo asistencialista, sino de la organización de capacidades sociales: 
docentes, familias, universidades, iglesias, gremios, periodistas, 
consejos de protección, empresas y comunidades.

La autonomía pedagógica es clave. Las soluciones educativas deben 
apoyarse en datos, mediciones, libertad de cátedra, formación 
permanente, innovación, tecnología, alianzas privadas y capacidad de 
los docentes para organizarse como redes de conocimiento.
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En el campo comunicacional, la agenda propone fortalecer la respon
sabilidad individual, la autoría profesional, la verificación de información 
y el periodismo de utilidad pública. La información confiable debe con-
vertirse en herramienta para la ciudadanía, la incidencia, la prevención 
de violencia y la rendición de cuentas.

Este consenso también coloca en el centro la protección de niños, niñas 
y adolescentes, especialmente en zonas periféricas, mineras y fronteri-
zas. El capital social se reconstruye desde la infancia, la escuela, la 
cultura, la protección, el acompañamiento emocional y la participación 
comunitaria.

Propuestas
	 1.	 Formalizar jurídicamente redes de docentes innovadores. Constituir 

figuras fundacionales o asociativas autónomas que permitan captar 
recursos corporativos, cooperación, apoyo técnico y materiales para 
formación docente. 

	 2.	 Expandir el proyecto Redlematec en planteles del estado Bolívar.  
Fortalecer la nivelación en Lengua y Matemática mediante cooperación  
con la UCAB, docentes activos, instituciones educativas, redes 
escolares y sectores vulnerables. 

	 3.	 Crear un sistema multimodal de medición de comprensión lectora. 
Aplicar diagnósticos a estudiantes y docentes, generando información 
útil para orientar planes de formación, nivelación y acompañamiento 
pedagógico. 

	 4.	 Organizar encuentros entre docentes de bachillerato y profesores  
universitarios. Alinear contenidos, expectativas, competencias  
y estrategias entre educación media y educación superior, reduciendo  
la brecha de ingreso universitario. 

	 5.	 Crear repositorios digitales de experiencias pedagógicas significa
tivas. Sistematizar estrategias exitosas en Lengua, Matemática, 
tecnología, inteligencia artificial, comprensión lectora y formación 
ciudadana. 

	 6.	 Transformar redes docentes en institutos autónomos de formación. 
Avanzar hacia modelos de formación docente regionales, con capacidad 
de operar más allá de cambios de gestión pública y con apoyo de univer-
sidades y sector privado. 
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	 7.	 Desarrollar programas de acompañamiento emocional para docentes. 
Atender estrés laboral, agotamiento, burnout y desgaste psicosocial,  
especialmente en períodos críticos del calendario escolar. 

	 8.	 Crear un registro gremial de autoría responsable para periodistas 
y comunicadores. Promover el «periodismo de rostro y firma» como 
mecanismo para combatir el anonimato, el intrusismo digital, la desin-
formación y el sensacionalismo. 

	 9.	 Desplegar nodos piloto de conectividad. Implementar tres nodos  
estratégicos: Nodo Frontera, Nodo Extractivista y Nodo Industrial, para 
apoyar comunicación, docencia, investigación, periodismo y documen-
tación ciudadana. 

	 10.	 Crear plataformas de reportes cronológicos y periodismo de  
utilidad pública. Desarrollar bases de datos, reportes verificables 
y archivos públicos para documentar derechos humanos, violencia 
de género, servicios públicos, ambiente, seguridad y problemas 
comunitarios. 

	 11.	 Municipalizar la protección de niños, niñas y adolescentes. Instalar 
mesas técnicas permanentes entre CMDNNA, CPNNA, cámaras  
municipales, organizaciones sociales y comunidades para adecuar  
ordenanzas, reducir discrecionalidad y mejorar atención. 

	 12.	 Impulsar circuitos culturales, teatrales y tecnológicos entre planteles. 
Fomentar actividades de artes, teatro, tecnología, manualidades, com-
petencias culturales y formación digital como herramientas de cohesión 
social y prevención. 

	 13.	 Crear programas de habilidades manuales y educación financiera  
básica. Desarrollar capacidades prácticas para generar ingresos 
inmediatos en entornos vulnerables, conectando formación con oportu-
nidades reales del mercado local. 

	 7.	 IDENTIDAD, DOCUMENTACIÓN, BILINGÜISMO  
Y ARRAIGO CIUDADANO EN LA FRONTERA SUR

Situación actual
La frontera sur del estado Bolívar, especialmente Santa Elena de Uairén 
y el municipio Gran Sabana, presenta desafíos particulares asociados a 
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identidad, documentación, educación, movilidad humana, servicios 
públicos, infraestructura escolar y relación cotidiana con Brasil. Los 
actores consultados coinciden en que la soberanía no puede entenderse 
solo como presencia territorial formal, sino como capacidad efectiva de 
garantizar derechos, identidad, arraigo, educación y protección 
ciudadana.

Uno de los problemas más sensibles es el subregistro civil y el limbo 
documental que afecta a niños, niñas y familias vinculadas a dinámicas 
transfronterizas. Muchos niños nacidos en Brasil o con documentos 
emitidos en portugués enfrentan obstáculos para la traducción legal, 
inscripción, regularización y acceso pleno a servicios venezolanos.  
La centralización de trámites vuelve más costosa y lenta la formaliza-
ción de identidad.

La dependencia educativa y sanitaria de Brasil también revela una 
pérdida progresiva de soberanía práctica. La falta de cupos, infraes-
tructura, condiciones adecuadas y servicios funcionales empuja a  
parte de la infancia venezolana hacia escuelas brasileñas o soluciones 
improvisadas. La existencia de carpas provisionales como sustituto de 
infraestructura escolar estable evidencia una precariedad incompatible 
con el arraigo.

Este consenso plantea una restitución de identidad cívica y soberanía 
bilingüe, con propuestas como operativos permanentes de «Cédula por 
Primera Vez», traducciones legales en Gran Sabana, nodos de 
resistencia cultural en espacios de fe, alfabetización básica, núcleo 
sinfónico y talleres de artes plásticas como espacios de contención 
ciudadana e inclusión bilingüe. 

Enfoque
El enfoque de este consenso consiste en reconstruir soberanía desde  
la ciudadanía. Documentar, educar, traducir, registrar, proteger y formar 
son actos concretos de presencia institucional y arraigo nacional.

La frontera debe ser entendida como un espacio de integración,  
no como un margen abandonado. Su diversidad lingüística —castellano, 
portugués y lenguas indígenas— puede convertirse en una ventaja 
estratégica si se gestiona mediante educación intercultural, servicios 
documentales, formación bilingüe y reconocimiento de la realidad 
transfronteriza.
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También se reconoce el papel de redes sociales, iglesias, maestros 
retirados, organizaciones comunitarias y espacios culturales como 
actores de contención y alfabetización. En contextos donde el Estado 
formal no llega con eficacia, la sociedad civil puede sostener procesos 
básicos de identidad, protección y pertenencia.

La meta es convertir a Santa Elena de Uairén y al eje fronterizo en un 
territorio con documentación, educación, cultura, servicios y protección, 
capaz de integrarse con Brasil sin perder arraigo venezolano.

Propuestas
	 1.	 Desplegar operativos permanentes de documentación e identidad. 

Priorizar el plan «Cédula por Primera Vez» en Santa Elena de Uairén, 
Gran Sabana y comunidades fronterizas, especialmente para niños, 
niñas, adolescentes y familias en situación de subregistro. 

	 2.	 Habilitar personal técnico certificado para traducciones legales. 
Formar y certificar personal en el municipio Gran Sabana para agilizar 
traducciones de actas de nacimiento y documentos del portugués al 
castellano, reduciendo costos y tiempos. 

	 3.	 Crear una ruta local de regularización documental. Articular registros, 
notarías, consulados, instituciones educativas, organizaciones comuni
tarias y actores religiosos para orientar a familias sobre identidad, 
inscripción, traducción y acceso a servicios. 

	 4.	 Fortalecer infraestructura educativa permanente en frontera. 
Sustituir soluciones provisionales, como carpas o espacios no 
adecuados, por planteles seguros, ventilados, funcionales y adaptados  
a las condiciones climáticas y culturales del territorio. 

	 5.	 Institucionalizar nodos de resistencia cultural en espacios de fe. 
Utilizar iglesias, centros comunitarios y espacios sociales como puntos 
de alfabetización básica, formación ciudadana, apoyo escolar, orienta-
ción documental y acompañamiento familiar. 

	 6.	 Incorporar maestros retirados a procesos de alfabetización y  
nivelación. Aprovechar capital humano disponible para apoyar lectura, 
escritura, matemáticas básicas, castellano, portugués y orientación 
cívica. 

	 7.	 Fortalecer el núcleo sinfónico y los talleres de artes plásticas. 
Reconocer estos espacios como centros de contención ciudadana, 
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		  inclusión bilingüe, formación cultural, prevención de violencia y arraigo 
comunitario. 

	 8.	 Diseñar programas de educación intercultural y bilingüe. Integrar  
castellano, portugués y lenguas locales en actividades formativas,  
culturales y documentales, entendiendo la diversidad lingüística como 
activo de frontera. 

	 9.	 Convertir la frontera en marca territorial competitiva. Promover a 
Santa Elena de Uairén como territorio de integración cultural, turismo, 
comercio, bilingüismo, identidad y conexión con Brasil, mediante 
servicios privados, emprendimientos locales, movilidad formal, reglas 
claras y promoción de actividades económicas lícitas. 

	 10.	 Crear un corredor intercultural de frontera como propuesta de desa-
rrollo local. Evaluar una figura de articulación territorial que permita 
ordenar identidad, educación, turismo, documentación, cultura, 
comercio y servicios en Gran Sabana, sin crear cargas burocráticas 
adicionales y priorizando la participación de comunidades, emprende-
dores, operadores turísticos y gobiernos locales.

	 8.	 GOBERNANZA TERRITORIAL,  
JUSTICIA COMUNITARIA Y PRESERVACIÓN 
BIOCULTURAL DEL PUEBLO PEMÓN

Situación actual
El sur del estado Bolívar concentra una realidad de enorme complejidad 
territorial, cultural, ambiental y jurídica. Los liderazgos comunitarios, 
asociaciones civiles, defensores de derechos humanos y autoridades 
indígenas consultadas coinciden en que la estabilidad del eje fronterizo  
y de zonas como la cuenca del Cuyuní requiere fortalecer formas de 
gobernanza que reconozcan la diversidad cultural, protejan derechos 
humanos y promuevan alternativas económicas sostenibles.

La expansión de economías extractivas y delictivas ha alterado entornos 
originarios, fragmentado comunidades, debilitado normas tradicionales 
y expuesto a niños, niñas, adolescentes y mujeres a situaciones de 
vulnerabilidad. En algunos casos, los mecanismos comunitarios  
de resolución de conflictos pueden entrar en tensión con estándares 
ordinarios de protección, especialmente ante hechos de violencia 
basada en género o agresiones contra niñas y adolescentes. 
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En este contexto, la minería desordenada no solo representa una 
amenaza ambiental, sino también un factor de presión sobre la  
vida comunitaria, la salud, la seguridad, la permanencia territorial y  
los derechos de niños, niñas, adolescentes y mujeres. Su abordaje exige 
proteger a las comunidades, reducir la exposición a economías ilícitas, 
garantizar acceso a información y fortalecer alternativas productivas 
compatibles con la identidad y el territorio.

También se observan limitaciones en la participación de mujeres 
indígenas en espacios de jerarquía comunitaria y toma de decisiones.  
La gobernanza territorial debe incorporar equidad, protección, voz 
comunitaria, respeto cultural y garantía de derechos.

Los aportes sistematizados plantean la necesidad de armonizar  
la Jurisdicción Especial Indígena con estándares globales de derechos 
humanos, instalar registros bilingües castellano-pemón, desplegar 
defensorías especializadas, auditar prácticas de la Guardia Territorial 
Pemón, fortalecer la participación de mujeres y estructurar cadenas  
de valor agroforestales y bionegocios como alternativas a la minería 
destructiva.

Enfoque
El enfoque de este consenso consiste en reconocer al pueblo pemón 
como actor activo de resguardo territorial, identidad fronteriza, preser-
vación ambiental y desarrollo sostenible. La gobernanza indígena no 
debe verse como un obstáculo para el desarrollo, sino como una base  
de arraigo, conocimiento territorial y protección biocultural.

Al mismo tiempo, la agenda plantea que la justicia comunitaria debe 
armonizarse con los derechos humanos, la protección de niñas, adoles-
centes y mujeres, y el marco jurídico ordinario. La preservación cultural 
no puede justificar impunidad, ni la intervención institucional debe 
desconocer la identidad comunitaria. El reto es construir puentes de 
protección, respeto y legalidad.

La bioeconomía aparece como una alternativa concreta. Las comuni
dades pueden generar ingresos a través de recolección sostenible, 
turismo responsable, apicultura, productos forestales no maderables, 
servicios ambientales, conservación, cultura y cadenas de valor agrofo-
restales. Esto permite reducir dependencia de la minería destructiva  
y fortalecer autonomía económica.
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Propuestas
	 1.	 Instalar registros civiles y administrativos bilingües castellano- 

pemón. Crear puntos de registro y atención documental en el eje de  
la Troncal 10 y sectores periféricos, respetando la realidad lingüística  
y cultural de las comunidades. 

	 2.	 Regularizar documentación de niños nacidos en el extranjero. Atender 
casos de niños, niñas y adolescentes en situación de invisibilidad jurídica 
por nacimiento en Brasil u otros territorios, garantizando identidad y 
acceso a servicios. 

	 3.	 Desplegar defensorías especializadas de derechos humanos en zonas 
vulnerables. Instalar mecanismos de recepción de denuncias, protec-
ción, orientación legal y seguimiento en distritos mineros, comunidades 
indígenas y zonas de frontera. 

	 4.	 Prohibir conciliaciones tradicionales en casos graves de violencia. 
Evitar que prácticas de conciliación material o consuetudinaria sean 
usadas para eximir responsabilidad penal ordinaria ante agresiones 
contra niñas, adolescentes o mujeres. 

	 5.	 Auditar y homologar institucionalmente prácticas de la Guardia 
Territorial Pemón. Revisar procedimientos, límites de actuación, proto-
colos de seguridad, relación con autoridades ordinarias y garantías de 
derechos humanos. 

	 6.	 Promover mayor participación de mujeres indígenas en cargos de 
decisión. Impulsar reformas internas y acuerdos comunitarios que 
amplíen el acceso de mujeres a posiciones de liderazgo, vocería y toma 
de decisiones. 

	 7.	 Fortalecer planteles escolares con enfoque bioclimático y currículo  
de proximidad. Diseñar escuelas adaptadas al clima, cultura, lengua  
y necesidades territoriales, integrando competencias locales, identidad 
nacional y herramientas internacionales. 

	 8.	 Certificar competencias lingüísticas locales e internacionales. 
Reconocer saberes en castellano, pemón, portugués y otras lenguas 
relevantes, vinculándolos con educación, turismo, comercio, documen-
tación y empleabilidad. 

	 9.	 Estructurar cadenas de valor agroforestales y bionegocios. Promover 
recolección sostenible, apicultura, productos forestales no maderables, 
servicios ambientales y emprendimientos comunitarios como alternati-
vas de ingreso. 
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	 10.	 Crear fondos de autogestión y mentoría comunitaria. Incorporar 
la memoria ética de ancianos y abuelos de pueblos y comunidades 
indígenas en procesos de formación, transmisión cultural y emprendi-
miento sostenible. 

	 11.	 Promover turismo comunitario responsable. Diseñar experiencias  
culturales y ambientales gestionadas por comunidades, con reglas 
claras, respeto territorial, protección ambiental, acuerdos transparen-
tes con operadores, libre asociación y autonomía económica local.

	 12.	 Reconocer al pueblo pemón como socio legítimo de la bioeconomía  
regional. Incorporar a comunidades y autoridades indígenas  
en proyectos de conservación, turismo, reforestación, servicios  
ambientales y desarrollo fronterizo. 

	 9.	 GOBERNANZA AMBIENTAL, RESTAURACIÓN  
DE CUENCAS HIDROGRÁFICAS Y MITIGACIÓN DE  
LA HUELLA DE CARBONO

Situación actual
La riqueza ambiental del estado Bolívar es uno de sus principales 
activos estratégicos, pero también uno de los ámbitos más amenazados. 
Las cuencas del Caroní, Caura, Cuyuní y Orinoco, junto con bosques, 
sabanas, parques nacionales, tepuyes y áreas de biodiversidad, 
sostienen actividades energéticas, productivas, culturales y ecológicas 
fundamentales para Venezuela.

Los actores consultados advierten que las dinámicas extractivas desor-
denadas, la expansión del Arco Minero, el uso de mercurio, la deforesta-
ción, la sedimentación de embalses, la degradación de cuencas y los 
pasivos ambientales urbanos comprometen la sostenibilidad territorial 
y la seguridad energética del país. La afectación de las cuencas altas 
tiene consecuencias directas sobre la generación hidroeléctrica, la 
calidad del agua, la biodiversidad, la salud de comunidades y la 
viabilidad de actividades productivas futuras.

La expansión de actividades mineras informales o ilegales no solo 
genera daños ambientales, sino que también debilita la seguridad 
jurídica, distorsiona la economía local, expone a comunidades 
vulnerables a redes de explotación y desplaza actividades productivas 
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sostenibles. Frente a esta realidad, la respuesta no debe limitarse a la 
denuncia ambiental, sino avanzar hacia una gobernanza que combine 
formalización, trazabilidad, protección de derechos, restauración de 
daños y generación de alternativas económicas legales.

En los centros urbanos, la obsolescencia de vertederos municipales  
a cielo abierto y la falta de tratamiento adecuado de residuos generan 
focos de contaminación hídrica, atmosférica y ambiental. La ausencia  
de infraestructura moderna para residuos sólidos impide avanzar hacia 
una economía circular y agrava problemas de salud pública.

Este consenso plantea una ruta técnico-jurídica para transformar la 
preservación ecológica en una actividad económica viable: delimitación 
de áreas degradadas, concesiones privadas de reforestación, viveros 
industriales ecoeficientes, bonos de carbono, transformación de 
vertederos y canalización de financiamiento multilateral para el 
saneamiento hídrico del eje Orinoco-Caroní. 

Enfoque
El enfoque de este consenso consiste en pasar de una visión ambiental 
contemplativa o meramente denunciante a una gobernanza ambiental 
activa, técnica, financiable y sostenible. La biodiversidad de Bolívar debe 
ser protegida, pero también convertida en una fuente legítima de opor-
tunidades mediante conservación, restauración, economía verde, finan-
ciamiento climático, turismo responsable y servicios ambientales.

La agenda plantea que la protección de cuencas requiere seguridad 
jurídica, participación privada, comunidades capacitadas, estándares 
internacionales, financiamiento multilateral, monitoreo técnico y 
mecanismos de mercado. La conservación debe generar incentivos 
correctos para que ciudadanos, comunidades, empresas y gobiernos 
locales tengan razones económicas y sociales para proteger el 
territorio.

La mitigación de la huella de carbono y la inserción de Guayana en 
mercados climáticos internacionales pueden abrir nuevas fuentes de 
financiamiento para reforestación, restauración, viveros, saneamiento, 
turismo de conservación y manejo de residuos. Para ello se requiere 
medición, certificación, trazabilidad y cumplimiento de estándares 
internacionales.
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Propuestas
	 1.	 Delimitar técnicamente áreas degradadas prioritarias. Identificar 

zonas afectadas por minería, deforestación, sedimentación, contami-
nación, vertederos, deterioro de cuencas y pérdida de cobertura vegetal 
para iniciar planes de restauración. 

	 2.	 Promover mecanismos de trazabilidad, formalización y responsa-
bilidad ambiental de la actividad minera. Diseñar instrumentos de 
información, monitoreo y trazabilidad que permitan identificar zonas 
de explotación, actores involucrados, impactos ambientales, uso de 
mercurio, rutas de comercialización y responsabilidades institucio-
nales, con el fin de reducir economías ilícitas, proteger comunidades, 
restaurar áreas degradadas y favorecer actividades productivas 
legales, sostenibles y sujetas a reglas claras.

	 3.	 Implementar concesiones privadas de reforestación y mantenimiento 
ambiental. Diseñar mecanismos transparentes para que empresas,  
comunidades, organizaciones y cooperativas puedan participar en  
restauración de cuencas, viveros, mantenimiento forestal y monitoreo 
ambiental. 

	 4.	 Crear viveros industriales ecoeficientes. Desarrollar infraestructura 
para producir especies nativas, apoyar reforestación, restaurar suelos, 
generar empleo verde y fortalecer cadenas de servicios ambientales. 

	 5.	 Estructurar un mercado regional de bonos de carbono. Diseñar un 
sistema transable, verificable y certificado bajo estándares internacio-
nales, alineado con compromisos climáticos y mecanismos reconocidos 
en mercados globales. 

	 6.	 Actualizar capacidades técnicas para medición de huella de  
carbono. Formar equipos locales en inventarios de carbono, monitoreo 
forestal, trazabilidad, reportes, certificación y evaluación de impacto 
ambiental. 

	 7.	 Transformar vertederos municipales en rellenos sanitarios ecoefi
cientes. Intervenir tecnológicamente los vertederos obsoletos para 
reducir contaminación, controlar lixiviados, mejorar disposición final, 
recuperar materiales y evaluar captura energética. 

	 8.	 Impulsar programas de economía circular urbana. Promover separa-
ción de residuos, reciclaje, compostaje, aprovechamiento energético, 
estaciones de transferencia y educación ciudadana ambiental. 
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	 9.	 Canalizar financiamiento multilateral para saneamiento hídrico. 
Gestionar recursos técnicos y financieros con organismos como CAF, 
BID u otras entidades para certificar y ejecutar proyectos de saneamien-
to del eje Orinoco-Caroní. 

	 10.	 Fortalecer la gobernanza ambiental de las cuencas del Caroní,  
Caura y Cuyuní. Crear mecanismos de monitoreo, auditoría, participa-
ción comunitaria, control de actividades contaminantes y protección  
de áreas estratégicas. 

	 11.	 Reducir progresivamente el uso de mercurio y metales pesados. 
Promover rutas de eliminación, control, sustitución tecnológica, 
monitoreo sanitario y restauración de zonas contaminadas. 

	 12.	 Establecer estándares ambientales para el turismo de conservación. 
Definir criterios de operación, capacidad de carga, manejo de residuos, 
participación comunitaria, monitoreo ambiental y transparencia para 
actividades turísticas en zonas de alto valor natural como Canaima, 
Gran Sabana y corredores fluviales.

	 13.	 Crear una mesa ambiental Bolívar Futuro. Articular expertos ambien-
tales, universidades, gremios, operadores turísticos, comunidades 
indígenas, organizaciones ciudadanas, empresas y gobiernos locales 
para dar seguimiento a propuestas de restauración, residuos, carbono, 
cuencas y biodiversidad.

CONCLUSIONES

Una fuerza inconmensurable de autonomía

Hablar de consensos en el estado Bolívar implica adentrarse en la 
inmensidad geográfica, social, política, económica, cultural y territorial 
de una de las regiones más complejas y estratégicas de Venezuela. Es 
una entidad profundamente rica, dueña de una historia extensa, con una 
tradición cívica relevante y una capacidad de autonomía que invita a 
pensar su futuro desde sus propias fuerzas vivas. Intentar trazar una 
agenda de consensos para esta tierra es una tarea compleja, que deja 
siempre la certeza de que hay más por descubrir, más actores por 
escuchar y más propuestas por sistematizar.

Bastaría mirar con detenimiento sus realidades locales para compren-
derlo: existen municipios en Bolívar que, por su propio peso, podrían y 
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deberían tener agendas particulares. Tal es el caso del municipio 
Caroní, centro empresarial, industrial, comercial y logístico de enorme 
importancia; o del municipio Gran Sabana, con su perfil fronterizo,  
internacional, intercultural y ambiental. Cualquier agenda que se diseñe 
para este estado tiene por delante un horizonte amplio de trabajo,  
investigación y articulación. Bolívar es, en sí mismo, una fuerza incon-
mensurable de autonomía.

La presente propuesta programática se construyó con los actores que 
fue posible contactar durante el proceso. No fue un recorrido sencillo: 
resultó difícil convocar, sumar voluntades y, sobre todo, invitar a creer  
en la posibilidad real de un cambio. Formular propuestas concretas, 
viables, soportadas y serias constituyó un reto para todos los involucra-
dos. Sin embargo, el proceso permitió constatar que persiste una 
reserva cívica y humana dispuesta a pensar, proponer y trabajar por la 
recuperación del estado.

Desde la mirada del equipo investigador de OIIDOSS y la UCAB, el mayor 
consenso encontrado no estuvo únicamente en las fórmulas técnicas, 
sino en el elemento humano: la voluntad de cambio y la disposición  
de la gente a trabajar por todo aquello que permita recobrar condiciones 
mínimas para progresar. Bolívar no necesita proyectos mesiánicos; 
requiere condiciones cívicas, políticas, económicas y legales básicas 
que permitan a sus habitantes volver a construir. Al final, el verdadero 
consenso alcanzado es el del trabajo duro, la voluntad férrea y la 
esperanza sólida por un estado Bolívar que vuelva a ser del tamaño  
de su historia y del nombre que lleva.
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PARTICIPANTES EN LA CONSTRUCCIÓN DE  
CONSENSOS Y PROPUESTAS AGENDA BOLÍVAR FUTURO

Aiskel Andrade Mantilla. Centro de Estudios Regionales  
Joseph Gumilla / UCAB.
Alexis Hernández. Agente inmobiliario / Propiedad privada  
y mercado inmobiliario.
Alfredo Rivas Lairet. Ingeniero / Expresidente de Sidor /  
Libre ejercicio profesional.
Alvis Herrera. Nueva Prensa Digital Guayana / Ecosistema informativo.
Bergennie Durán. Activista social y religiosa / Ministerio Evangelístico 
del Amado.
Cándida Ángel. Cámara Gastronómica del Estado Bolívar.
Carlos Suniaga. Periodista / Libre iniciativa / Libertad de expresión.
Claudia Arismendy. Red Lematec / UCAB-CIAP.
Dilia Di Scipio. Red Lematec / UCAB-CIAP.
Juan Cohelo. Cronista y comunicador de Tumeremo.
Kenty Villarroel. OIIDOSS / Observatorio de Investigaciones.
Luisa Ortuño. Monitor social de Santa Elena de Uairén.
Mairis Balsa. Comisión para los Derechos Humanos y la Ciudadanía 
— CODEHCIU.
Marbelis Cedeño. Consultores UCAB / Capital humano.
María Gravanty. Cámara de Turismo del Estado Bolívar.
María Teresa Vallez. Fundación del Niño de Santa Elena de Uairén.
Maritza Villegas. Consejo de Protección de Niños, Niñas  
y Adolescentes de Gran Sabana.
Milagros Hernández. Guayana Docente / Comunidad de Docentes 
Innovadores.
Mónica Vega. Consulado de Colombia en el estado Bolívar /  
Institucionalidad e inclusión cívica.
Nuglennis Hernández. Ateneo Ecológico del Orinoco.
Padre Lissandro. Párroco de El Dorado.
Pedro Castro. Federación Nacional de Ganaderos — Fedenaga.
Presbítero Giannino. Párroco del municipio El Callao.
Ricardo Camacho. Ingeniero ambiental / Asesorambiente / 
Libre ejercicio profesional.
Wanda Wojtowicz. Abogada y activista política de Santa Elena de Uairén.
Zurimar Gutiérrez. Cámara de Comercio del Municipio Caroní —  
Camcaroní.
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Este proyecto que lleva adelante Cedice Libertad 

tiene como objetivo propiciar el desarrollo de 

propuestas de políticas públicas que contribuyan 

a lograr el fortalecimiento de la democracia y el 

desarrollo económico, a nivel local y nacional, 

además de promover el diálogo entre ciudadanos 

de diversos sectores de la vida nacional,  

permitiendo que se involucren y ayuden a 

construir agendas de reformas basadas en los 

principios que sustentan una sociedad libre.

BOLÍVAR FUTURO
CIUDADANOS PROMOTORES  
DE AGENDAS DE REFORMAS
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